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II

(Comunicaciones)

COMUNICACIONES PROCEDENTES DE LAS INSTITUCIONES, ÓRGANOS Y 
ORGANISMOS DE LA UNIÓN EUROPEA

COMISIÓN EUROPEA

Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 107 y 108 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2016/C 129/01)

Fecha de adopción de la decisión 12.02.2016

Número de ayuda SA.43271 (2015/N)

Estado miembro Suecia

Región — —

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Utvecklingsstöd till tryckta allmänna nyhetstidningar
Development aid for written news media

Base jurídica Förordning om statsbidrag till tryckta allmänna nyhetstidningar för utveckling 
av elektroniska publiceringstjänster

Tipo de medida Régimen —

Objetivo Desarrollo sectorial

Forma de la ayuda Subvención directa

Presupuesto Presupuesto total: SEK 235 (en millones)
Presupuesto anual: SEK 50 (en millones)

Intensidad 75 %

Duración hasta el 31.12.2020
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Sectores económicos Edición de libros; periódicos y otras actividades editoriales

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Myndigheten för radio och tv
Box 33, 121 25 Stockholm-Globen

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 26.11.2015

Número de ayuda SA.43366 (2015/N)

Estado miembro Grecia

Región — —

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Amendment of the restructuring plan approved in 2014 and granting of new aid 
to Alpha Bank

Base jurídica Law 3864/2010 (Gov. Gazette A 119) Law 4340/2015 (Gov. Gazette A 134) 
Cabinet Act 36/2015 (Gov. Gazette A 135)

Tipo de medida Ayuda individual —

Objetivo Remedio de una perturbación grave en la economía

Forma de la ayuda Otros — Additional restructuring aid to Alpha Bank

Presupuesto Presupuesto total: EUR 2 743 (en millones)

Intensidad —

Duración —

Sectores económicos Servicios financieros; excepto seguros y fondos de pensiones

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Hellenic Financial Stability Fund
10, E. Venizelos Ave. (Panepistimiou), Athens 106 71, Greece

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 
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Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 107 y 108 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(Texto pertinente a efectos del EEE excepto en lo referente a los productos contemplados en el Anexo I del 
Tratado)

(2016/C 129/02)

Fecha de adopción de la decisión 26.01.2016

Número de ayuda SA.41320 (2015/N)

Estado miembro Italia

Región BOLZANO-BOZEN —

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Criteri e modalità per la concessione di contributi a favore di consorzi di 
bonifica per la realizzazione di investimenti

Base jurídica Legge provinciale 28 settembre 2009, n. 5

Tipo de medida Régimen —

Objetivo Inversiones (AGRI), Silvicultura

Forma de la ayuda Subvención directa

Presupuesto Presupuesto total: EUR 20 (en millones)

Intensidad Medida no constitutiva de ayuda

Duración hasta el 31.12.2020

Sectores económicos Todos los sectores económicos elegibles para recibir la ayuda

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Provincia autonoma di Bolzano, Ripartizione provinciale Agricoltura
Via Brennero, 6 39100 Bolzano

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 04.12.2015
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Número de ayuda SA.42389 (2015/N)

Estado miembro Dinamarca

Región — —

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Garantiordning (Guarantee Scheme)

Base jurídica LBK nr. 549 af 1. juli 2002 (som ændret) om Vækstfonden og bekendtgørelse 
nr. 1013 af 17. august 2007 om Vækstfondens virke. Beslutning truffet af 
folketingets finansudvalg den 30. oktober 2009.

Tipo de medida Régimen —

Objetivo —

Forma de la ayuda —

Presupuesto —

Intensidad 0 %

Duración 01.01.2016 — 31.12.2020

Sectores económicos AGRICULTURA; GANADERÍA; SILVICULTURA Y PESCA

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Vækstfonden
Vækstfonden

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 26.01.2016

Número de ayuda SA.42825 (2015/N)

Estado miembro Italia
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Región LOMBARDIA Zonas mixtas

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

SERVIZI AMBIENTALI EROGATI DAI CONSORZI FORESTALI

Base jurídica Deliberazione No X/3948 «Criteri per la definizione e determinazione dei servizi 
ambientali erogati dai consorzi forestali, in applicazione dell'articolo 56 della L. 
R. 31/2008» e relativo allegato. Progetto di deliberazione di modifica della 
deliberazione No X/3948

Tipo de medida Régimen —

Objetivo Ayudas a las inversiones para incrementar la capacidad de adaptación y el valor 
medioambiental de los ecosistemas forestales, Ayudas para el mantenimiento de 
carreteras con el fin de evitar incendios forestales, Ayudas para medidas e 
intervenciones forestales específicas con el objetivo principal de contribuir a 
mantener o reconstituir el ecosistema forestal y la biodiversidad o el paisaje 
tradicional, Ayudas para la prevención y reparación de los daños causados a los 
bosques por incendios forestales, desastres naturales, fenómenos climáticos 
adversos que pueden asimilarse a desastres naturales, otros fenómenos 
climáticos adversos, plagas y catástrofes, Ayudas para la recuperación y 
mantenimiento de senderos naturales, de elementos y características del paisaje y 
del hábitat natural de los animales en el sector forestal

Forma de la ayuda Subvención directa

Presupuesto Presupuesto total: EUR 18 (en millones)

Intensidad 100 %

Duración hasta el 30.06.2021

Sectores económicos AGRICULTURA; GANADERÍA; SILVICULTURA Y PESCA

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Regione Lombardia
Piazza città di Lombardia 1 2014 Milano

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 19.01.2016

Número de ayuda SA.42828 (2015/N)
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Estado miembro República Checa

Región Czech Republic —

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Zlepšení životních podmínek skotu

Base jurídica 1) Zákon č. 252/1997 Sb., o zemědělství, v platném znění
2) Zákon č. 246/1992 Sb., na ochranu zvířat proti týrání, v platném znění
3) Zákon č. 154/2000 Sb., o šlechtění, plemenitbě a evidenci hospodářských 

zvířat a o změně některých souvisejících zákonů, v platném znění
4) Zákon č. 166/1999 Sb., o veterinární péči a o změně některých souvisejících 

zákonů, v platném znění
5) Zásady, kterými se stanovují podmínky pro poskytování dotací na základě 

§ 2 a § 2d zákona č. 252/1997 Sb., o zemědělství

Tipo de medida Régimen —

Objetivo Compromisos relativos al bienestar de los animales

Forma de la ayuda Subvención directa

Presupuesto Presupuesto total: CZK 2 500 (en millones)
Presupuesto anual: CZK 500 (en millones)

Intensidad 100 %

Duración hasta el 31.12.2020

Sectores económicos Producción ganadera

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Ministerstvo zemědělství
Těšnov 65/17, 110 00 Praha 1

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 02.02.2016

Número de ayuda SA.42871 (2015/N)

Estado miembro Alemania

Región BRANDENBURG, BERLIN Regiones no asistidas
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Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

BB-Natürliches Erbe

Base jurídica — Richtlinie des Ministeriums für Ländliche Entwicklung, Umwelt und 
Landwirtschaft über die Gewährung von Zuwendungen für die Förderung 
des natürlichen Erbes und des Umweltbewusstseins;

— Bundesnaturschutzgesetz (BNatSchG) in Verbindung mit dem Brandenbur-
gischen Ausführungsgesetz zum Bundesnaturschutzgesetz (BbgNatSchAG) 
und dem Berliner Naturschutzgesetz (NatSchGBln);

— Entwicklungsprogramm für den ländlichen Raum Brandenburgs und Berlins 
2014 — 2020.

Tipo de medida Régimen —

Objetivo Ayudas a servicios básicos y renovación de poblaciones en las zonas rurales

Forma de la ayuda Subvención directa

Presupuesto Presupuesto total: EUR 37,22 (en millones)

Intensidad 100 %

Duración hasta el 31.12.2020

Sectores económicos AGRICULTURA; GANADERÍA; SILVICULTURA Y PESCA

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Investitionsbank des Landes Brandenburg ILB
Steinstraße 104-106, D-14480 Potsdam

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 27.01.2016

Número de ayuda SA.42973 (2015/N)

Estado miembro Italia

Región TRENTO Regiones no asistidas

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Legge provinciale 28 marzo 2003, n. 4 (Legge provinciale in materia di 
agricoltura), art. 35-1o comma «Irrigazione e bonifica». Approvazione dei criteri 
fondamentali per la concessione di contributi e d informazioni riguardanti il 
fatto che la misura non costituisce Aiuto di Stato.
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Base jurídica Legge provinciale 28 marzo 2003, n. 4 — Art. 35, 1o comma «Irrigazione e 
bonifica»

Tipo de medida Régimen —

Objetivo Compromisos agroambientales, Silvicultura

Forma de la ayuda Subvención directa

Presupuesto Presupuesto total: EUR 30 (en millones)

Intensidad Medida no constitutiva de ayuda

Duración hasta el 31.12.2020

Sectores económicos Todos los sectores económicos elegibles para recibir la ayuda

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

PROVINCIA AUTONOMA DI TRENTO — SERVIZIO AGRICOLTURA
VIA TRENER, 3 — 38121 TRENTO

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 

Fecha de adopción de la decisión 21.01.2016

Número de ayuda SA.43460 (2015/N)

Estado miembro Eslovaquia

Región Slovak Republic —

Denominación (y/o nombre del benefi-
ciario)

Schéma štátnej pomoci na vypracovanie lesohospodárskych plánov

Base jurídica Zákon č. 326/2005 Z. z. o lesoch v znení neskorších predpisov
Zákon č. 523/2004 Z. z. o rozpočtových pravidlách verejnej správy a zmene a 
doplnení niektorých zákonov § 1 ods. 2 zákona č. 543/2007 Z. z. z 25. októbra 
2007 o pôsobnosti orgánov štátnej správy pri poskytovaní podpory v 
pôdohospodárstve a rozvoji vidieka (ďalej len «zákon č. 543/2007 Z. z.»), 
http://www.mpsr.sk/sk/index.php?navID=320 zákon č. 231/1999 Z. z. o štátnej 
pomoci v znení neskorších predpisov (ďalej len «zákon o štátnej pomoci»), 
http://www.mpsr.sk/sk/index.php?navID=320
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Tipo de medida Régimen —

Objetivo Protección del medio ambiente

Forma de la ayuda Servicios subvencionados

Presupuesto Presupuesto total: EUR 6,6 (en millones)
Presupuesto anual: EUR 1,1 (en millones)

Intensidad 100 %

Duración hasta el 31.12.2020

Sectores económicos Silvicultura y otras actividades forestales

Nombre y dirección de la autoridad que 
concede las ayudas

Ministerstvo pôdohospodárstva a rozvoja SR
Dobrovičova 12, Bratislava 812 66, Slovenská republika

Información adicional —

El texto de la decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://ec.europa.eu/competition/elojade/isef/index.cfm. 
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V

(Anuncios)

PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LA APLICACIÓN DE LA POLÍTICA DE 
COMPETENCIA

COMISIÓN EUROPEA

AYUDA ESTATAL — ESPAÑA

Ayuda estatal SA.37977 (2016/NN)

Supuesta ayuda estatal en favor de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos

Invitación a presentar observaciones en aplicación del artículo 108, apartado 2, del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2016/C 129/03)

Por carta de 11 de febrero de 2016, reproducida en la versión lingüística auténtica en las páginas que siguen al 
presente resumen, la Comisión notificó al Reino de España su decisión de incoar el procedimiento previsto en 
el artículo 108, apartado 2, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea en relación con las medidas 
antes citadas.

Los interesados podrán presentar sus observaciones sobre la medida respecto de la cual la Comisión ha 
incoado el procedimiento en un plazo de un mes a partir de la fecha de publicación del presente resumen y de 
la carta siguiente, remitiéndolas a:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia
Registro de Ayudas Estatales
1049 Bruxelles/Brussel
Fax + 32 22961242
Stateaidgreffe@ec.europa.eu

Dichas observaciones se comunicarán al Reino de España. Los interesados que presenten observaciones 
podrán solicitar por escrito, exponiendo los motivos de su solicitud, que su identidad sea tratada de forma 
confidencial.

PROCEDIMIENTO

El 9 de diciembre de 2013 y el 10 de abril de 2014, la Comisión recibió dos denuncias contra el Estado español en relación 
con la presunta concesión de ayudas ilegales e incompatibles a la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos (Correos). Correos es 
el principal operador postal en España, en su totalidad propiedad del Estado. A Correos se le encomendó la prestación de la 
obligación de servicio universal (OSU) en el marco de la Ley Postal de 1998, y recibió financiación pública para prestar este 
servicio entre 1998 y 2010. La Ley Postal de 2010 volvió a encomendar a Correos la prestación de la OSU durante un 
período de quince años, a partir del 1 de enero de 2011.

Las dos denuncias plantearon las siguientes medidas posibles concernientes a Correos: i) supuestas compensaciones en 
exceso concedidas a Correos para la prestación de su servicio universal desde 1998; ii) supuestas exenciones fiscales 
concedidas a Correos, y iii) supuestas irregularidades en el pago de la seguridad social y contribuciones a las pensiones de 
los funcionarios de Correos. Ninguna de estas medidas había sido notificada por las autoridades españolas a la Comisión.
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DESCRIPCIÓN DE LAS MEDIDAS RESPECTO DE LAS CUALES LA COMISIÓN INCOA EL PROCEDIMIENTO

La Comisión ha evaluado las siguientes medidas concedidas en favor de Correos:

1. Compensación para la prestación de la Obligación de Servicio Universal (USO): Correos ha recibido financiación pública 
(954 millones EUR) entre los años 2004 y 2010, en el marco de la compensación para prestar su obligación de servicio 
universal. El mecanismo de cálculo para estimar el coste neto de la obligación de servicio universal está establecido en el 
Plan de Prestación que complementa la Ley Postal de 1998, que encomienda a Correos la obligación de servicio universal. 
Para el nuevo período de atribución de quince años, con arreglo a la Ley Postal de 2010, Correos también tendría 
derecho a una compensación para la prestación de la obligación de servicio universal. No obstante, según las autoridades 
españolas, Correos no ha recibido ninguna compensación por la obligación de servicio universal para dicho período (que 
se inició en 2011). En cambio, los 42 millones EUR se le concedieron a Correos directamente, de forma provisional, 
hasta la aprobación de un nuevo Plan de Prestación que estableciese el mecanismo de compensación.

2. Tres ampliaciones de capital concedidas en 2004, 2005 y 2006, por un importe total de aproximadamente 48 millones 
EUR.

3. Exenciones del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) y del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI): Correos se ha 
beneficiado de exenciones fiscales del IBI ad hoc para una serie de oficinas en determinados municipios entre 2008 y 
2013. Estas exenciones fiscales del IBI ad hoc fueron concedidas por los tribunales locales, por un importe total de 
752 840,50 EUR, basadas en su interpretación de una exención fiscal general concedida al Proveedor de Servicio 
Universal, establecida en la Ley Postal de 1998 y en la Ley Postal de 2010. El Tribunal Supremo declaró en una sentencia 
del 7 de octubre de 2013 que la exención fiscal específica presente en la Ley Postal de 1998 y de 2010 no puede 
aplicarse al IBI. Asimismo, Correos se beneficia de una exención fiscal parcial del IAE, que da derecho a Correos a pagar 
solamente el 50 % del importe del impuesto final.

4. Compensación para la distribución de material electoral: Correos recibe una compensación por la tramitación de 
material electoral postal que envían los candidatos políticos. A Correos se le ha encomendado la distribución del material 
electoral emitido por los partidos políticos, a un precio simbólico por cada carta enviada.

5. Régimen de seguridad social de los funcionarios de Correos: Correos no contribuye al régimen habitual de seguridad 
social para sus funcionarios. Correos no paga una cotización patronal, sino que retiene exclusivamente una cotización de 
sus empleados y la aporta en su nombre a una mutua prevista para sus funcionarios (MUFACE). No obstante, Correos 
cubre directamente los costes asociados a determinadas prestaciones sociales para sus funcionarios.

6. Régimen de pensiones de los funcionarios de Correos: Correos no contribuye al régimen normal de jubilación para sus 
funcionarios. Desde 1926, los funcionarios están sujetos al «régimen de clases pasivas», que es distinto al régimen de 
pensión normal que aplica al personal contratado. De conformidad con dicho régimen, Correos retiene una cotización 
del trabajador pero no contribuye a la financiación de las pensiones de sus funcionarios.

EVALUACIÓN DE LA MEDIDA

La Comisión tiene dudas en cuanto a la compatibilidad de las siguientes medidas concedidas en favor de Correos:

1. La Comisión consideró, en esta fase, que las compensaciones por la obligación de servicio universal otorgadas a Correos 
en virtud de la Ley Postal de 1998, entre 2004 y 2010, constituyen una ayuda estatal en el marco del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE. Además, la Comisión manifiesta serias dudas de que estas compensaciones cumplan con los 
criterios de compatibilidad establecidos en el marco comunitario sobre los SIEG de 2012, aplicable a las ayudas ilegales 
concedidas antes de su entrada en vigor. Concretamente, estas compensaciones parecen exceder los costes necesarios 
para cubrir su coste neto (es decir, los costes menos los ingresos correspondientes más un beneficio razonable) a la hora 
de cumplir con su obligación de servicio universal.

2. En esta fase, la Comisión tiene serias dudas al determinar si las tres aportaciones de capital concedidas en 2004, 2005 y 
2006 fueron acordes al principio del inversor en una economía de mercado (PIEM), según lo alegado por las autoridades 
españolas, y, por consiguiente, no constituirían una ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apartado 1, del TFUE. En 
caso de que las aportaciones de capital constituyesen una ayuda estatal, la Comisión manifiesta en la misma línea serias 
dudas sobre cualquier interpretación de su compatibilidad con los artículos 107, apartados 2 y 3, y 106, apartado 2, del 
TFUE.
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3. La Comisión consideró, en esta fase, que las exenciones fiscales otorgadas a Correos por el Impuesto sobre Actividades 
Económicas (IAE) y el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) constituyen una ayuda estatal en el marco del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE. Ambas exenciones fiscales suponen una ventaja selectiva que no puede justificarse por la 
naturaleza y la lógica de los respectivos sistemas impositivos. Asimismo, la Comisión manifiesta serias dudas respecto a 
la aplicación de cualquiera de las cláusulas de compatibilidad en los artículos 107, apartados 2 y 3, y 106, apartado 2, 
del TFUE.

4. La Comisión consideró, en esta fase, que las compensaciones concedidas a Correos para la distribución de material 
electoral, expedido por los partidos políticos, constituyen una ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del 
TFUE, particularmente en cuanto que Correos debe considerarse una empresa con arreglo al artículo 107, apartado 1, 
del TFUE en relación con la prestación de dicho servicio, en contra de la posición de las autoridades españolas.

La Comisión invita a las autoridades españolas a indicar los motivos por los que consideran que las medidas anteriores 
resultan compatibles con el mercado interior.

La Comisión consideró que el régimen específico para los funcionarios empleados por Correos, en lo que respecta a las 
prestaciones sociales, no concede una ventaja selectiva a Correos. Por consiguiente, este régimen no constituye una ayuda 
estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

La Comisión consideró que el régimen de pensiones de los funcionarios de Correos concede una ventaja selectiva a Correos, 
pero con carácter previo a la entrada en vigor del Tratado CE en España y, por tanto, constituye una ayuda existente 
conforme al artículo 1, letra b), del Reglamento (UE) n.o 2015/1589 del Consejo.

De conformidad con el artículo 16 del Reglamento (UE) n.o 2015/1589 del Consejo, toda ayuda ilegal podrá ser recuperada 
de su beneficiario.
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TEXTO DE LA CARTA

Por la presente, la Comisión tiene el honor de comunicar a España que, tras haber examinado la información facilitada por 
sus autoridades, ha decidido incoar el procedimiento previsto en el artículo 108, apartado 2, del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) sobre las medidas mencionadas anteriormente.

1. PROCEDIMIENTO

(1) El 14 de febrero de 2014, el 26 de febrero de 2014 y 15 de julio de 2014 la Comisión envió las versiones no 
confidenciales de dos denuncias que había recibido, con fecha de 9 de diciembre de 2013 y 10 de abril de 2014, 
contra el Estado español por la supuesta concesión de ayuda ilegal e incompatible a la Sociedad Estatal Correos y 
Telégrafos, S.A. (en lo sucesivo, «Correos»), el operador postal español al que se ha encomendado la ejecución de la 
obligación de servicio universal (en lo sucesivo, «OSU»). Ambas denuncias planteaban las siguientes cuestiones en 
relación con Correos: i) la supuesta compensación excesiva concedida a Correos por el desempeño de la OSU desde 
1998; ii) las exenciones tributarias supuestamente incompatibles otorgadas a Correos; y iii) el supuesto impago por 
Correos de las cotizaciones a la Seguridad Social de sus funcionarios.

(2) El 11 de abril de 2014 y 18 septiembre de 2014, las autoridades españolas respondieron a dichas denuncias.

(3) El 10 de julio de 2014, 22 de octubre de 2014 y el 4 de diciembre de 2015 la Comisión solicitó información 
complementaria a las autoridades españolas.

(4) Estas respondieron a esas solicitudes el 7 de agosto y el 19 de diciembre de 2014, el 19 de enero de 2015 y el 
21 de diciembre de 2015, respectivamente.

(5) Los servicios de la Comisión celebraron asimismo reuniones técnicas con las autoridades españolas el 
23 de septiembre de 2014 y el 8 de julio y el 26 de noviembre de 2015.

2. DESCRIPCIÓN

2.1. El mercado postal en España

(6) Antes de la adhesión de España a la Comunidad Económica Europea (CEE) en 1986, el Estado prestaba en España los 
servicios postales en régimen de monopolio, siendo Correos el único prestador, hasta la adopción del Decreto 1113/ 
1960, de 9 de mayo (en lo sucesivo, «la Ordenanza Postal»). La Ordenanza Postal se desarrolló mediante el 
Reglamento de los Servicios de Correos, aprobado mediante el Decreto 1653/1964, de 14 de mayo. Este reglamento 
de desarrollo definía el servicio postal y encomendaba su prestación a Correos. La adopción de la Ordenanza Postal y 
de su reglamento de desarrollo marcaron el inicio de la liberalización del mercado postal español, ya que el 
monopolio de Correos quedó circunscrito a las cartas y tarjetas postales internacionales e interurbanas, 
liberalizándose los servicios de correspondencia y paquetería urbanos. En la década de 1970, entraron en el mercado 
postal español los primeros operadores privados.

(7) Tras la adhesión de España a la CEE, se produjo una liberalización gradual de los servicios postales entre 1998 y 
2010, basada en las Directivas postales de la Unión Europea (en lo sucesivo «las Directivas postales»). Más 
concretamente, en 1998 la Directiva 97/67/CE sobre servicios postales («la primera Directiva postal») fue 
incorporada al ordenamiento jurídico español mediante la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal 
y de Liberalización de los Servicios Postales (la Ley Postal de 1998), que por primera vez encomendó a Correos la 
OSU (1). La Ley establecía una lista reducida de servicios incluidos en la OSU (2) que seguían reservados a Correos 
como proveedor del servicio postal universal, liberalizándose todos los demás servicios postales.
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(1) La Disposición Adicional y el artículo 15, apartado 2, de la Ley Postal de 1998 enumera los siguientes servicios incluidos en el 
ámbito de la OSU: 1) el servicio de giro; 2) la prestación ordinaria de servicios postales nacionales y transfronterizos para envíos 
postales que incorporen una dirección indicada por el remitente sobre el propio objeto o sobre su embalaje. Estos pueden consistir 
en: a) cartas y tarjetas postales que contengan comunicaciones escritas, de hasta 2 kg de peso; b) paquetes postales, con o sin valor 
comercial, de hasta 10 kg de peso.

(2) El artículo 18 de la Ley Postal de 1998 define como servicios reservados los siguientes:
— el servicio de giro;
— la recogida, la admisión, la clasificación, la entrega, el tratamiento, el curso, el transporte y la distribución de los envíos 

interurbanos, certificados o no, de las cartas y de las tarjetas postales, de hasta 100 gramos de peso. A partir del 1 de enero 
de 2006, el límite de peso se fijó en 50 gramos. Este servicio podía ser prestado por otros operadores a un precio cinco veces 
superior al precio público oficial;

— el servicio postal transfronterizo de entrada y de salida de cartas y tarjetas postales, en los mismos términos de precio, peso y 
fecha establecidos supra;

— la recepción de las solicitudes, de los escritos y de las comunicaciones que los ciudadanos dirigieran a los órganos de las 
Administraciones Públicas.



(8) La liberalización de los servicios postales en España continuó con la transposición al Derecho español de la Directiva 
2002/39/CE («la segunda Directiva postal»), a través de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, que modificó la citada Ley Postal de 1998 y redujo aún más el ámbito de los 
servicios reservados (3).

(9) En 2010, el sector postal se liberalizó completamente mediante la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio 
postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal (la Ley Postal de 2010), que incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2008/6/CE de 20 de febrero de 2008 (en lo sucesivo, «la tercera Directiva 
postal»). La Ley Postal de 2010 redefinió el ámbito de aplicación de la OSU (por ejemplo, el servicio de giro quedó 
excluido de la OSU) y eliminó los servicios reservados.

2.2. Beneficiario

2.2.1. Correos

(10) Correos es una sociedad estatal matriz del Grupo Correos; su único accionista es la Sociedad Estatal de 
Participaciones Industriales (en lo sucesivo, «SEPI»). La SEPI es una entidad pública de tenencia de participaciones del 
Estado.

(11) Correos ofrece servicios postales, incluidos servicios universales, servicios de correo y otros servicios (por ejemplo, 
servicios financieros relacionados con los postales y actividades conexas, incluidos los servicios de giro y 
transferencias monetarias, filatelia, etc.). En 2013, Correos tuvo un volumen de negocios de alrededor de 1 600 
millones EUR, realizó 3 200 millones de envíos postales (incluidos paquetes) y empleaba a 53 264 trabajadores (de 
los cuales […] (*) eran funcionarios (4)) al final del año.

(12) Correos es el mayor proveedor de servicios postales de España, con unos 9 300 puntos postales de contacto en 
2013. Es el líder del mercado en el sector postal español con la mayor cuota del mercado de los servicios postales en 
España (véase el gráfico infra). En la actualidad, Unipost, S.A. es el principal competidor de Correos en el mercado 
postal español. También están presentes en España otros operadores postales europeos (por ejemplo, Deutsche Post, 
TNT, La Poste, UPS, CTT Correios de Portugal y Royal Mail).

Gráfico 1.

Cuotas del mercado postal en España en 2013-2014 (en términos de volumen)

2.2.2. Marco jurídico aplicable a Correos

(13) En España, el Estado ha administrado directamente el servicio postal desde 1716. Correos formaba parte de la 
Administración pública, integrado en diversos Ministerios, como el Ministerio del Interior y, posteriormente, el 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones.
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(3) La Ley fija el límite del servicio reservado de la OSU en 100 gramos para el período 2002-2005. A partir de 2006, este umbral se 
redujo a 50 gramos.

(*) Secreto comercial.
(4) Desde la adopción de la Ley 14/2000 de 29 de diciembre, los nuevos trabajadores de Correos solo pueden ser personal laboral (es 

decir, desde ese momento no se han contratado nuevos funcionarios).



(14) El organismo autónomo «Correos y Telégrafos» fue creado en 1990 por la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado. Fue adscrito al Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones.

(15) «Correos y Telégrafos» se convirtió en entidad pública empresarial en 1997 en virtud de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. El Real Decreto 176/1998, de 16 
de febrero, de desarrollo de la Ley 6/1997, estableció que el personal funcionario y laboral de «Correos y Telégrafos» 
quedaría integrado en la nueva entidad pública empresarial desde su constitución, conservando los derechos que 
tuviera en el momento de la integración.

(16) En 2000, se creó la «Sociedad Estatal Correos y Telégrafos S.A.» mediante la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y del orden social. Esta Ley confirmó que los funcionarios que prestaban servicios 
en la entidad pública en situación de activo en el momento de su entrada en vigor pasarían a prestar servicios para 
Correos sin interrupción, conservando su condición de funcionarios en sus cuerpos y escalas, antigüedad, 
retribuciones que tuvieran consolidadas, y con pleno respeto a sus derechos adquiridos. Desde su entrada en vigor, la 
contratación de nuevo personal de Correos se llevó a cabo en el marco del sistema del Derecho laboral general. Por 
consiguiente, el número de personal laboral ha ido aumentando, mientras que el número de funcionarios públicos ha 
disminuido de forma gradual (de […] en 2000 a […] en 2013).

(17) El 5 de junio de 2012, todas las empresas pertenecientes al Grupo Correos (es decir, Correos y sus filiales Correos 
Express, Nexea y Correos Telecom) se incorporaron a la SEPI, que se convirtió en su único accionista.

2.3. Descripción de las medidas públicas en favor de Correos

(18) Desde 1998, Correos se ha beneficiado de las siguientes medidas estatales:

2.3.1. Compensaciones por la OSU otorgadas a Correos

(19) En 1998, a Correos se le encomendó la OSU mediante la Ley Postal de 1998. Como compensación por la prestación 
de la obligación de servicio universal, Correos recibió financiación pública entre 1998 y 2010. Posteriormente, la Ley 
Postal de 2010 encomendó a Correos la prestación de la obligación de servicio universal durante un período de 
quince años, a partir del 1 de enero de 2011.

2.3.1.1. Compensaciones por la OSU concedidas en virtud de la Ley Postal de 1998

(20) A partir del 11 de marzo de 2000, la Ley Postal de 1998 fue complementada con un «Plan de prestación» (en lo 
sucesivo, «el Plan de prestación de 2000»), que establece el mecanismo de compensación para calcular el coste neto 
en el que incurre Correos al llevar a cabo su obligación como proveedor del servicio universal («PSU») y los criterios 
de calidad para el desempeño de la OSU.

(21) De 2000 a 2010, la compensación por la OSU a Correos se concedió sobre la base de una metodología desarrollada 
por las autoridades españolas (5) (la «metodología española»), que se detalla en el Plan de prestación de 2000. Por otra 
parte, el Plan de prestación de 2000 obliga a Correos a llevar una contabilidad analítica, con separación de cuentas, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley Postal de 1998.

(22) La metodología española para calcular el coste neto de la carga injusta que supone la OSU consistía en las siguientes 
fases:

a. FASE 1: Determinar los ingresos y costes de cada producto/servicio según la información sobre contabilidad de 
costes de Correos.

b. FASE 2: Evaluar para cada servicio reservado (SR) los centros de costes que registran pérdidas por la prestación de 
dicho servicio y calcular las pérdidas agregadas de estos centros por este concepto (pérdidas SR).
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(5) Esta metodología se basa en un estudio de NERA, de noviembre de 1998, «Costing and Financing of USO in the postal sector in the 
EU»; informe final para la Comisión Europea, DG XIII.



c. FASE 3: Evaluar para cada servicio no reservado (SNR) los centros de costes que registran pérdidas por la 
prestación de dicho servicio y calcular las pérdidas agregadas de estos centros por este concepto (pérdidas SNR).

d. FASE 4: Evaluar para cada servicio reservado (SR) los centros de costes que registran beneficios por la prestación 
de dicho servicio y calcular los beneficios agregados de estos centros por este concepto (beneficio SR).

e. FASE 5: Calcular el coste neto como la diferencia entre la suma de las pérdidas agregadas de los centros de costes 
que registran pérdidas para cada servicio reservado y no reservado y el beneficio agregado de los centros de costes 
que registran beneficios para cada servicio reservado: Σ Pérdidas SR + Σ Pérdidas SNR — Σ Beneficio SR.

(23) El cuadro 1 siguiente muestra las compensaciones concedidas a Correos por la prestación del servicio postal 
universal durante el período 2000-2010 (6), calculadas utilizando la metodología española.

Cuadro 1

Compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en el período 2000-2010 (en millones EUR)

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Compensación por 
la OSU

104 102 102 86 91 88 95 120 142 222 196

2.3.1.2. Compensaciones por la OSU concedidas en virtud de la Ley Postal de 2010

(24) La Ley Postal de 1998 fue sustituida por la Ley Postal de 2010, la cual entró en vigor el 1 de enero de 2011. La Ley 
Postal de 2010 encomendó a Correos la prestación del servicio postal universal durante un período de quince años a 
partir de la fecha de su entrada en vigor (es decir, hasta el 1 de enero de 2026).

(25) El artículo 27 y 28 de la Ley Postal de 2010 establece que el proveedor del servicio postal universal podrá recibir una 
compensación equivalente al coste neto que le supone el cumplimiento de sus obligaciones. El coste neto debe 
calcularse como la diferencia entre el coste neto soportado por el PSU por operar con y sin la OSU. En ese cálculo se 
tendrá en cuenta cualquier otro elemento que resulte pertinente, como las ventajas inmateriales y de mercado de que 
pueda gozar una empresa designada para la prestación del servicio universal, el derecho a obtener un beneficio 
razonable y los incentivos dirigidos a obtener la eficiencia de costes, a la luz del anexo 1 de la tercera Directiva postal.

(26) De conformidad con el artículo 22, apartado 3, y el artículo 27, apartado 2, letra b), de la Ley Postal de 2010, el 
método del coste neto descrito en el considerando anterior debía desarrollarse en un nuevo Plan de prestación (en lo 
sucesivo, «el nuevo Plan de prestación»). Sin embargo, hasta la fecha, ese nuevo Plan aún no se ha adoptado. Por 
consiguiente, desde 2011 no se dispone de una metodología para calcular el coste neto de la OSU.

(27) Según las autoridades españolas, Correos lleva sin recibir una compensación por la OSU desde 2011. Únicamente se 
han concedido a Correos 42 millones EUR directamente de forma provisional, como anticipo parcial de la 
compensación correspondiente a 2011. El coste neto real para 2011 no se calculará hasta que se adopte el nuevo 
Plan de prestación y se defina el método del coste evitado neto. Puesto que las autoridades españolas se han 
comprometido a notificar el método del coste evitado neto y el futuro mecanismo de compensación para el período 
posterior a 2011, la Comisión incluirá la compensación provisional de 42 millones EUR en su futura evaluación y 
decisión tras dicha notificación.
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(6) Las compensaciones otorgadas a Correos para 1998 y 1999 (a saber: 209 millones EUR y 141 millones EUR, respectivamente) en 
virtud de la Ley Postal de 1998 no se calcularon mediante la metodología española, ya que se concedieron antes de la adopción del 
Plan de prestación de 2000.



2.3.2. Exenciones de determinados impuestos otorgadas a Correos

(28) De conformidad con el artículo 19, apartado 1, letra b), de la Ley Postal de 1998, el PSU se beneficiará de «la exención 
de cuantos tributos graven su actividad vinculada a los servicios reservados, excepto del Impuesto de Sociedades». El artículo 22, 
apartado 2, de la Ley Postal de 2010 mantuvo esta exención tributaria y la hizo extensiva a la totalidad de la OSU.

(29) Según las autoridades españolas, el único impuesto que podría entrar en el ámbito de aplicación de esta exención 
sería el Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), ya que se trata de un tributo que recae sobre el ejercicio de una 
actividad económica y está vinculado a la ejecución de la OSU. Otros impuestos, como el impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales, el impuesto sobre construcciones, el impuesto sobre el incremento del valor de los 
terrenos de naturaleza urbana y el impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, no entran en el ámbito de 
aplicación de la exención, ya que no están relacionados con la actividad económica de la ejecución de la OSU.

(30) Las autoridades españolas han explicado que Correos ha gozado de una exención parcial del IAE, ya que solo paga el 
50 % de la cuota tributaria normal [véanse los considerandos (36) — (38)].

(31) Por lo que respecta al Impuesto sobre Bienes Inmuebles (en lo sucesivo IBI), las autoridades españolas explicaron que 
se trata de un impuesto que no grava la actividad vinculada a la ejecución de la OSU u otros servicios postales, sino 
que grava la propiedad inmobiliaria, por lo que quedaría fuera del ámbito de aplicación de la exención contenida en 
las Leyes Postales. No obstante, entre 2008 y 2013, basándose en su interpretación del artículo 19, apartado 1, 
letra b), de la Ley Postal de 1998, y el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010, Correos presentó varias 
solicitudes reclamando la exención del IBI para una serie de oficinas en diferentes municipios. Varias 
Administraciones locales y tribunales fallaron a favor de Correos en relación a la solicitud de Correos de ser 
exento del IBI.

2.3.2.1. Exención del Impuesto sobre Bienes Inmuebles

(32) El IBI es un impuesto local del sistema tributario español que está regulado por el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (en lo 
sucesivo, Real Decreto Legislativo 2/2004). Según su artículo 60, dicho impuesto «es un tributo directo de carácter real 
que grava el valor de los bienes inmuebles en los términos establecidos en esta ley». El hecho imponible del IBI es la titularidad 
de cualquiera de los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 (7) sobre los bienes 
inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales. El IBI no grava una actividad, sino el 
valor de la propiedad.

(33) Entre 2008 y 2013, basándose en su interpretación del artículo 19, apartado 1, letra b), de la Ley Postal de 1998, y el 
artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010, Correos presentó varias solicitudes reclamando la exención del IBI, 
en virtud de las Leyes Postales, para una serie de oficinas en diferentes municipios. Tras esta solicitud de exención del 
IBI, varias Administraciones locales y tribunales fallaron a favor de Correos. Según las autoridades españolas, los 
importes de las exenciones tributarias efectivamente otorgadas a Correos ascienden a 752 840,50 EUR.

(34) Estas interpretaciones de las Leyes Postales de 1998 y 2010 por parte de los tribunales, que permitieron al PSU 
quedar exento del IBI, fueron rechazadas por el Tribunal Supremo español en 2013 (8), a raíz de un recurso de 
casación interpuesto por las autoridades locales de la Diputación Provincial de Huesca. El Tribunal Supremo 
consideró en su sentencia que el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010 debía interpretarse de manera 
restrictiva. Según el Tribunal Supremo, las exenciones tributarias previstas en dicho artículo solo se pueden aplicar a 
los impuestos que gravan las actividades directamente vinculadas al ejercicio de la OSU, y, por lo tanto, no podían 
aplicarse al IBI, que es un tributo directo sobre el valor de la propiedad.
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(7) Concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que se hallen afectos, derecho real de 
superficie, derecho real de usufructo y derecho de propiedad.

(8) STS 4930/2013, Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo) de 7 de octubre, dictada en un recurso de 
casación en interés de ley interpuesto por la Diputación Provincial de Huesca.



(35) Las exenciones del IBI otorgadas a Correos entre 2008 y 2013 nunca se fueron objeto de recuperación. En efecto, en 
el marco del sistema jurídico español, el recurso de casación en interés de ley (9) tiene un carácter extraordinario y 
subsidiario destinado exclusivamente a fijar jurisprudencia o doctrina legal, por lo que no puede tener efectos en la 
situación real objeto del recurso de casación (es decir, en el caso que nos ocupa, no permite ordenar la recuperación 
de las exenciones tributarias).

2.3.3. Exención del Impuesto sobre Actividades Económicas

(36) El Impuesto sobre Actividades Económicas (en lo sucesivo, «IAE») se regula en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo. De su artículo 78 se desprende que las empresas que ejerzan actividades empresariales, profesionales o 
artísticas deben estar sujetas al impuesto.

(37) Según el artículo 78 del Real Decreto Legislativo 2/2004, el IAE «es un tributo directo de carácter real, cuyo hecho 
imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio nacional, de actividades empresariales, profesionales o 
artísticas, se ejerzan o no en local determinado y se hallen o no especificadas en las tarifas del impuesto».

(38) Las tarifas del IAE, establecidas en el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, clasifican la actividad 
postal en el grupo 847, «Servicios integrales de Correos y Telecomunicaciones». Este grupo comprende la prestación 
de servicios postales consistentes en la recogida, admisión, clasificación, tratamiento, curso, transporte, distribución 
y entrega de envíos de correspondencia y envíos postales en todas sus modalidades. No obstante, la nota tercera del 
grupo de tarifas 847 establece que la entidad pública empresarial Correos tiene derecho a satisfacer solo el 50 % de la 
cuota señalada para este grupo. Las autoridades españolas han confirmado que la Sociedad Estatal Correos y 
Telégrafos sigue beneficiándose de la exención parcial del impuesto establecida en la nota tercera del grupo de tarifas 
847.

2.3.4. Las tres ampliaciones de capital concedidas en 2004, 2005 y 2006

(39) Durante el período objeto de análisis, Correos se benefició de tres ampliaciones de capital por un importe total de 
48 081 000 EUR:

a. una ampliación de capital de 16 027 000 EUR concedida el 13 de diciembre de 2004;

b. una ampliación de capital de 16 027 000 EUR concedida el 25 de noviembre de 2005;

c. una ampliación de capital de 16 027 000 EUR concedida el 24 de noviembre de 2006.

(40) Según las autoridades españolas, esas ampliaciones de capital formaban parte del plan estratégico de Correos para el 
período 2004-2006, a fin de compensar la desaceleración del mercado postal. Las directrices estratégicas básicas de 
este plan eran las siguientes:

— garantizar la sostenibilidad futura del negocio postal, incidiendo en la eficiencia;

— fortalecer los negocios de crecimiento a medio plazo potenciando los servicios financieros y la paquetería como 
principales ejes de crecimiento de Correos;

— enriquecer la cartera de opciones de crecimiento a futuro, con el desarrollo de la gestión de bases de datos, la 
gestión de servicios de mailroom o cartería y el comercio electrónico;

— modernizar las capacidades de Correos y adaptar el modelo de gestión al actual contexto del mercado, 
consolidando la diversificación.
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(9) Definido en los artículos 100 y 101 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

http://legislacion.vlex.es/vid/ley-reguladora-jurisdiccion-administrativa-127144


2.3.5. El régimen de cotizaciones sociales de los funcionarios de Correos

(41) La Ordenanza Postal de 1960 reguladora de la prestación de servicios postales declaraba que el personal que 
trabajara en la Administración postal tendría la condición de funcionario (10). La Ley 14/2000, que creó la Sociedad 
Estatal de Correos y Telégrafos, S.A., estableció que los nuevos empleados se contratarían con arreglo al régimen 
laboral común. No obstante, su artículo 58, apartado 7, punto 1, disponía también que los funcionarios de Correos 
que prestaran servicios en situación de activo en el momento de la entrada en vigor de la Ley conservarían su 
condición de funcionarios y sus derechos adquiridos.

(42) Así pues, la plantilla de Correos incluye actualmente dos categorías de personal: funcionarios y personal laboral.

(43) Mientras que los miembros del personal laboral de Correos están sujetos al régimen general de la Seguridad Social, 
los funcionarios se rigen por el Estatuto del Empleado Público y están sujetos a un régimen específico (11), tanto en lo 
que se refiere a las pensiones como a otras prestaciones sociales.

2.3.5.1. Régimen de pensiones de los funcionarios

(44) El régimen general de la Seguridad Social prevé cotizaciones de los empleadores y los trabajadores al sistema de la 
Seguridad Social para la financiación de las pensiones. Esas cotizaciones se calculan como porcentaje del salario 
bruto, que puede variar en función de la situación exacta del trabajador. Las pensiones de los trabajadores jubilados 
sujetos al régimen general son abonadas por la Seguridad Social.

(45) No obstante, Correos no contribuye al régimen general de la Seguridad Social por sus funcionarios. Desde 1926, los 
funcionarios están sujetos al «régimen de clases pasivas» (en lo sucesivo, «RCP»), distinto del sistema de Seguridad 
Social general aplicable al personal laboral. El RCP se financia con cargo al presupuesto nacional, que paga 
exclusivamente las pensiones y es gestionado directamente por el Estado a través de una Dirección General del 
Ministerio de Hacienda.

(46) Correos retiene a sus empleados una contribución equivalente al 3,86 % de los importes de pensión fijados para las 
distintas categorías de funcionarios. Esa cuota no ha cambiado desde 1984 (Ley 50/1984) y constituye la aportación 
de los funcionarios a la financiación de su pensión. Se abona directamente al Estado.

(47) Correos no paga cuotas patronales para las pensiones de sus funcionarios.

2.3.5.2. Otras prestaciones sociales de los funcionarios

(48) El régimen general de la Seguridad Social prevé cotizaciones de los empleadores y los trabajadores al sistema de 
Seguridad Social para otras prestaciones sociales (seguro de enfermedad, indemnizaciones por enfermedad y 
discapacidad, permiso de maternidad, etc.). Esas cotizaciones se calculan como porcentaje del salario bruto, que 
puede variar en función de la situación exacta del trabajador. Las prestaciones sociales son pagadas por la Seguridad 
Social.

(49) No obstante, Correos no contribuye al régimen general de la Seguridad Social por sus funcionarios. La Ley 29/1973, 
de 27 de junio, sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, estableció la inclusión obligatoria de los 
funcionarios públicos en la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE) y la contribución 
igualmente obligatoria de los funcionarios, fijada en un 3 % de su sueldo base. Tanto la base como la cuota 
evolucionaron con el tiempo sin que ello afectara de forma significativa al importe de la contribución propiamente 
dicha, según han confirmado las autoridades españolas. Desde 1993, las cotizaciones se fijaron en el 1,69 % de los 
mismos importes de pensión definidos para las distintas categorías de funcionarios anteriormente mencionados 
[véase el considerando (46)].

(50) Correos retiene la aportación de sus funcionarios y la paga en su nombre a MUFACE. No paga una cuota patronal 
pero soporta directamente los costes asociados a determinadas prestaciones sociales. En efecto, mientras que 
MUFACE cubre esencialmente las prestaciones médicas básicas, Correos paga, por ejemplo, directamente los salarios 
en caso de baja por maternidad y enfermedad, en general durante períodos mucho más largos que los que se aplican 
al personal laboral en el marco del régimen general de la Seguridad Social.
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(10) La Ordenanza Postal de 1960 permitía también la contratación de otros tipos de personal (personal profesional, eventual y manual) 
sometidos al régimen laboral común.

(11) Descrito en la Ley 29/1973, de 27 de junio, sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, y en el Real Decreto 
Legislativo 4/2000, de 23 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social de los Funcionarios 
Civiles del Estado.



2.3.6. Compensaciones otorgadas a Correos por la organización de elecciones

(51) La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (en lo sucesivo, «LOREG») y sus normas de 
desarrollo regulan el procedimiento electoral en España, reconociendo el derecho a votar personalmente o por 
correo.

(52) El artículo 22 de la Ley Postal de 1998 y el artículo 22, apartado 5, de la Ley Postal de 2010 (12) establece que el 
Estado puede imponer determinadas obligaciones a los proveedores del servicio universal designados en el marco de 
los procesos electorales. El mismo artículo 22, apartado 5, de la Ley Postal de 2010 dispone que «la imposición de 
obligaciones adicionales de servicio público deberá ser objeto de compensación».

(53) Con arreglo a la disposición adicional primera de la Ley Postal de 2010, Correos es el PSU designado para la 
prestación de varios servicios en el contexto de las diferentes elecciones españolas (las elecciones generales, 
autonómicas, europeas y municipales).

(54) Las obligaciones de servicio público impuestas a Correos en relación con la organización de los procesos electorales 
en España consisten en:

a. La gestión del voto por correo (incluidos la puesta a disposición, admisión, envío y entrega por correo certificado 
y urgente) en el contexto del:

i. voto por correo de los electores residentes en España;

ii. voto por correo de los electores residentes ausentes;

iii. voto por correo de electores temporalmente ausentes;

iv. voto por correo del personal embarcado;

v. voto del personal de las Fuerzas Armadas embarcado o en situaciones excepcionales vinculadas con la defensa 
nacional; y

vi. voto por correo de los internos en centros penitenciarios.

b. La gestión de los envíos postales de material electoral de los candidatos políticos: admisión y posterior 
distribución de envíos de propaganda electoral de los candidatos políticos a un precio simbólico por envío ([…] 
EUR).

c. La gestión de otros envíos realizados por la Oficina del Censo Electoral (como las tarjetas censales de los electores, 
las listas electorales del censo de consulta para los ayuntamientos, etc.).

d. La recogida de la documentación electoral en las mesas electorales una vez finalizado el escrutinio. Ello incluye la 
recogida, custodia y posterior entrega del sobre que contiene el informe y la documentación pertinente de cada 
mesa a la junta electoral correspondiente.

(55) Las autoridades españolas explicaron que, habida cuenta de las limitaciones de tiempo vinculadas al proceso 
electoral, Correos se ve en la obligación de priorizar las actividades mencionadas con respecto a otras actividades 
postales. El elevado número de envíos que deben distribuirse, su alta concentración en pocos días y la obligación de 
entregar la mayoría de los documentos en persona (en caso del correo certificado, como por ejemplo el voto por 
correo) implican importantes esfuerzos adicionales. En consecuencia, Correos ha de reforzar temporalmente su 
personal y otros recursos (por ejemplo, transporte, seguridad, etc.).
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(12) De acuerdo con el artículo 22, apartado 5, de la Ley Postal de 2010: «El Gobierno podrá imponer al operador designado para prestar el 
servicio postal universal otras obligaciones de servicio público, cuando así lo exijan razones de interés general o de cohesión social o territorial, 
mejora de la calidad de la educación y protección civil, o sea necesario para salvaguardar el normal desarrollo de los procesos electorales, de 
conformidad con lo dispuesto en la normativa que regula el régimen electoral general».



(56) Correos ha recibido los siguientes importes (véase el cuadro 2) como compensación por sus diferentes obligaciones 
en relación con la organización de elecciones:

Cuadro 2

Importes de la compensación concedida a Correos por la organización de elecciones durante el período 
2000-2012 (en miles EUR)

Año electoral Fuente de los costes Pago neto de la 
Hacienda Pública (*)

2000 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES MARZO 2000 […]

2001 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES PAÍS VASCO MAYO 2001

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES GALICIA OCTUBRE 2001

[…]

[…]

2003 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES MUNIC./AUTON. MAYO 2003

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES MADRID OCTUBRE 2003

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES CATALUÑA OCTUBRE 2003

[…]

[…]

[…]

2004 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES GRALES. MARZO 2004

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES EUROPEAS MARZO 2004

[…]

[…]

2005 FONDOS MIN. REFERÉNDUM FEBRERO 2005

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES PARLAM. VASCO ABRIL 2005

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES GALICIA JUNIO 2005

[…]

[…]

[…]

2006 FONDOS MIN. INT. REFERÉNDUM ESTAT. CATALUÑA JUNIO 2006

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES CATALUÑA NOVIEMBRE 2006

[…]

[…]

2007 FONDOS MIN. INT. REFERÉNDUM ESTAT. ANDALUCÍA FEBR. 2007

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES MUNIC./AUTON. MAYO 2007

[…]

[…]

2008 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES GRALES./AUTONOM. ANDALUCÍA 
MARZO 2008

[…]

2009 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES PARLAM. GALLEGO MARZO 2009

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES PARLAM. VASCO MARZO 2009

FONDOS MIN. INT. ELECCIONES PARLAM. EUROPEO JUNIO 2009

[…]

[…]

[…]
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Año electoral Fuente de los costes Pago neto de la 
Hacienda Pública (*)

2010 FONDOS MIN. INT. ELECCIONES PARLAM. CATALÁN NOV. 2010 […]

2011 GENERALES Y AUTONÓMICAS […]

2012 PARLAMENTO ANDALUCÍA, ASTURIAS Y CATALUÑA […]

Total […]

(*) La Hacienda Pública española concede a Correos un anticipo de los gastos ocasionados por la organización de las elecciones. 
Una vez determinado el importe final de los gastos, las posibles compensaciones excesivas se restituyen a la Hacienda Pública. 
El importe del pago neto tiene en cuenta estos reembolsos limitados.

3. EVALUACIÓN PRELIMINAR

3.1. Plazo de prescripción de diez años

(57) El artículo 17, apartados 1 y 2, del Reglamento (UE) 2015/1589 del Consejo (13) (en lo sucesivo, el «Reglamento de 
procedimiento») establece que las competencias de la Comisión en lo relativo a la recuperación de ayudas estarán 
sujetas a un plazo de prescripción de diez años. Este plazo de prescripción afecta al ejercicio de las competencias de 
la Comisión para una posible recuperación de ayudas ilegales.

(58) Por otra parte, según el artículo 17, apartado 3, del Reglamento de procedimiento, cualquier ayuda para la que haya 
expirado el plazo de prescripción se considerará ayuda existente.

(59) El plazo de prescripción se contará a partir de la fecha en que la ayuda ilegal se haya concedido al beneficiario, bien 
como ayuda individual, bien en virtud de un régimen de ayudas. Cualquier acción emprendida por la Comisión que 
esté relacionada con la supuesta ayuda ilegal interrumpirá el plazo de prescripción y el plazo comenzará a contarse 
desde el principio.

(60) Por lo que se refiere a las medidas que pueden constituir ayudas y de las que se ha beneficiado Correos, la Comisión 
señala que actuó por primera vez el 14 de febrero de 2014 (14). Por lo tanto, una posible recuperación de ayudas 
ilegales solo podría cubrir el período que comienza el 14 de febrero de 2004.

(61) Por consiguiente, la Comisión solo investigará las medidas en favor de Correos a fin de determinar si constituyen 
ayuda estatal y, en caso afirmativo, si son compatibles con el mercado interior a partir del 14 de febrero de 2004.

3.2. Compensaciones por la OSU concedidas en virtud de la Ley Postal de 1998

3.2.1. Ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE

(62) De acuerdo con el artículo 107, apartado 1, del TFUE, «serán incompatibles con el mercado interior, en la medida en que 
afecten a los intercambios comerciales entre Estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados o mediante fondos estatales, 
bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones».
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(13) Reglamento (UE) 2015/1589 del Consejo, de 13 de julio de 2015, por el que se establecen normas detalladas para la aplicación del 
artículo 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (DO L 248 de 24.9.2015, p. 9).

(14) La Comisión se dirigió por primera vez a las autoridades españolas el 14 de febrero de 2014, mediante una solicitud de información 
sobre problemas potenciales en materia de ayudas estatales en relación con Correos.



(63) De ello se deduce que, para que una medida financiera pueda ser considerada ayuda estatal a tenor del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE, deben cumplirse todas las condiciones siguientes: i) la medida deberá ser imputable al Estado 
miembro y concederse mediante fondos estatales; ii) deberá conferir una ventaja económica a la empresa; iii) la 
ventaja deberá ser selectiva; y iv) la medida deberá falsear o amenazar con falsear la competencia y afectar a los 
intercambios comerciales entre los Estados miembros.

3.2.1.1. Ayuda imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales

(64) Para que una medida constituya ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE, deberá ser otorgada por 
el Estado o mediante recursos estatales. Por «fondos estatales» se entiende todos los recursos del sector público (15), 
incluidos los recursos de entidades intraestatales (descentralizadas, federadas, regionales o de otra índole) (16).

(65) Las compensaciones por la prestación del servicio postal universal en virtud de la Ley Postal de 1998 se pagan 
directamente del presupuesto del Estado y son, por lo tanto, claramente imputables al Estado y se conceden mediante 
fondos estatales.

3.2.1.2. Ventaja económica selectiva a una empresa

A. El concepto de empresa

(66) La financiación pública concedida a una entidad solo puede calificarse de ayuda estatal si dicha entidad es una 
«empresa» en el sentido del artículo 107, apartado 1, del TFUE. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo 
sucesivo, «el Tribunal de Justicia») ha definido reiteradamente a las empresas como entidades que ejercen una 
actividad económica (17). La calificación de una entidad como empresa depende, por tanto, de la naturaleza de su 
actividad, con independencia de su estatuto jurídico y de su modo de financiación (18). Una actividad debe, en 
general, considerarse de naturaleza económica si consiste en ofrecer bienes y servicios en el mercado (19). Una 
entidad que realiza actividades económicas y no económicas se considerará una empresa únicamente en lo referente 
a aquellas (20). El mero hecho de que una entidad no persiga un beneficio no significa necesariamente que sus 
operaciones no sean de naturaleza económica (21).

(67) En el presente caso, Correos ofrece servicios postales a cambio de una remuneración en el mercado español y en 
competencia con otros prestadores. La oferta de servicios postales en este mercado constituye, pues, una actividad 
económica. Las compensaciones por la OSU compensan a Correos por la prestación de algunos de estos servicios 
postales y, por ende, compensan una actividad económica. En consecuencia, por lo que respecta a las actividades 
financiadas por las medidas en cuestión, Correos debe considerarse una empresa.

B. Ventaja

(68) Una ventaja a efectos del artículo 107, apartado 1, del TFUE, es todo beneficio económico que una empresa no 
habría obtenido en condiciones normales de mercado, es decir, sin la intervención estatal (22). Solo es relevante el 
efecto de la medida en la empresa, y no la causa ni el objetivo de la intervención estatal (23). Siempre que la situación 
financiera de una empresa mejore como resultado de la intervención estatal, hay una ventaja.
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(15) Asunto T-358/94, Compagnie nationale Air France/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:1996:194, apartado 56.
(16) Asunto 248/84, República Federal de Alemania/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1987:437, apartado 17; y asuntos 

acumulados T-92/00 y T-103/00, Territorio Histórico de Álava — Diputación Foral de Álava (T-92/00), Ramondín, S.A., y 
Ramondín Cápsulas, SA (T-103/00)/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:2002:61, apartado 57.

(17) Asuntos acumulados C-180/98 a C-184/98, Pavel Pavlov y otros/Stichting Pensioenfonds Medische Specialisten, EU:C:2000:428, 
apartado 74.

(18) Asunto C-41/90, Höfner & Fritz Elser/Macrotron GmbH, EU:C:1991:161, apartado 21; y asuntos acumulados C-180/98 a C-184/ 
98, Pavel Pavlov y otros/Stichting Pensioenfonds Medische Specialisten, EU:C:2000:428, apartado 74.

(19) Asunto C-118/85, Comisión de las Comunidades Europeas/República Italiana, EU:C:1987:283, apartado 7.
(20) Asunto C-82/01 P, Aéroports de Paris/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:2002:617, apartado 74; y asunto C-49/07, 

Motosykletistiki Omospondia Ellados NPID (MOTOE)/Elliniko Dimosio, EU:C:2008:376, apartado 25. Véase también la 
Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas de la Unión Europea en materia de ayudas estatales a las 
compensaciones concedidas por la prestación de servicios de interés económico general (2012/C 8/02), punto 9.

(21) Asunto C-49/07, Motosykletistiki Omospondia Ellados NPID (MOTOE)/Elliniko Dimosio, EU:C:2008:376, apartado 27; y asunto C- 
244/94, Fédération française des sociétés d’assurance, Société Paternelle-Vie, Union des assurances de Paris-Vie y Caisse d’assurance 
et de prévoyance mutuelle des agriculteurs/Ministère de l’Agriculture et de la Pêche, EU:C:1995:392, apartado 21.

(22) Asunto C-39/94, Syndicat français de l'Express international (SFEI) y otros/La Poste y otros, EU:C:1996:285, apartado 60; y asunto 
C-342/96, Reino de España/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1999:210, apartado 41.

(23) Asunto C-173/73, República Italiana/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1974:71, apartado 13.



(69) Las compensaciones por la OSU están destinadas a cubrir la totalidad o una parte de los costes netos soportados por 
Correos en el desempeño de la OSU. Sin la intervención del Estado, Correos debería soportar estos costes por sí 
mismo. La medida examinada libera a Correos de una parte de los costes de sus actividades económicas, mejorando 
de esta forma su situación financiera. En consecuencia, y sin perjuicio de la cuestión de si la medida cumple las 
condiciones fijadas por la sentencia Altmark, la medida concede, prima facie, una ventaja a Correos.

C. Cumplimiento de los criterios Altmark

(70) Se considera que la compensación por servicio público concedida a una empresa que cumple las cuatro condiciones 
establecidas por el Tribunal de Justicia en su sentencia Altmark no concede ninguna ventaja económica y, por 
consiguiente, no constituye ayuda estatal (24). Esas cuatro condiciones son las siguientes:

a. «(…) En primer lugar, la empresa beneficiaria debe estar efectivamente encargada de la ejecución de obligaciones de servicio 
público y éstas deben estar claramente definidas (…).

b. (…) En segundo lugar, los parámetros para el cálculo de la compensación deben establecerse previamente de forma objetiva y 
transparente (…).

c. (…) En tercer lugar, la compensación no puede superar el nivel necesario para cubrir total o parcialmente los gastos 
ocasionados por la ejecución de las obligaciones de servicio público, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un 
beneficio razonable relativo a la ejecución de estas obligaciones (…).

d. (…) En cuarto lugar, cuando la elección de la empresa encargada de ejecutar obligaciones de servicio público, en un caso 
concreto, no se haya realizado en el marco de un procedimiento de contratación pública que permita seleccionar al candidato 
capaz de prestar estos servicios originando el menor coste para la colectividad, el nivel de la compensación necesaria debe 
calcularse sobre la base de un análisis de los costes que una empresa media, bien gestionada y adecuadamente equipada en el 
mismo sector para poder satisfacer las exigencias de servicio público requeridas, habría soportado para ejecutar estas 
obligaciones, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un beneficio razonable por la ejecución de estas obligaciones».

(71) En relación con la compensación otorgada a Correos durante el período examinado, la Comisión considera que no se 
cumplen las condiciones tercera y cuarta de la sentencia Altmark.

El tercer criterio Altmark

(72) Para cumplir el tercer criterio Altmark, la compensación por la OSU no puede exceder del coste neto (es decir, la 
diferencia entre los costes y los ingresos correspondientes más un beneficio razonable) de la obligación de servicio 
público.

(73) En su Decisión de 25 de enero de 2012 relativa a Bpost (25), la Comisión determinó un rango de beneficio razonable 
de referencia aplicable a todos los operadores postales de la UE. La Comisión determinó ese nivel de beneficio de 
referencia sobre la base de tres estudios de expertos (realizados, respectivamente, por WIK Consult, Deloitte y Charles 
River Associates). El nivel de beneficio de referencia aplicable a todos los operadores postales de la UE (expresado 
como rentabilidad sobre ventas (26), en lo sucesivo, «ROS», por sus siglas en inglés) se basa en la rentabilidad 
observada de conjuntos de empresas comparables en el sector postal y de paquetería de varios países. En particular, 
en los casos en que un operador postal está expuesto a un grado significativo de riesgo se aplica el rango [ROS 
5,4- 7,4 %], mientras que en los casos en que solo existe un riesgo limitado se utiliza el rango [ROS 3,6- 4,8 %] (27).
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(24) Asunto C-280/00, Altmark Trans GmbH y Regierungspräsidium Magdeburg/Nahverkehrsgesellschaft Altmark GmbH, EU: 
C:2003:415.

(25) Véanse los considerandos 296 a 320 de la Decisión de la Comisión, de 25 de enero de 2012, en el asunto SA.14588 (C 20/2009) 
ejecutada por Bélgica en favor de De Post — La Poste (actualmente «Bpost») (DO L 170 de 29.6.2012, p. 1).

(26) La rentabilidad sobre ventas es una medida de la rentabilidad, también conocida como margen de beneficio de explotación. Se 
calcula como la ratio entre el beneficio neto de explotación (antes de intereses e impuestos) y los ingresos por ventas. Más 
concretamente, el beneficio neto de explotación es la diferencia entre ingresos y gastos de explotación.

(27) En el caso de Bpost, se aplicó un margen de beneficio razonable del 4,8 % en 2004 y 2005 y del 7,4 % de ROS para el período 
2006-2010. Sobre la base de estos niveles de beneficio razonable, la Comisión concluyó que Bpost había recibido una 
compensación excesiva que dio lugar a la recuperación de un importe de 417 millones EUR (véase http://europa.eu/rapid/press- 
release_IP-12-45_en.htm).

http://europa.eu/rapid/press-release_IP-12-45_en.htm
http://europa.eu/rapid/press-release_IP-12-45_en.htm


(74) En esta fase de la investigación, la Comisión no puede determinar todavía si Correos estaba expuesto o no a un grado 
significativo de riesgo durante el período examinado. Sin embargo, aunque se aplique el valor máximo del rango de 
referencia (es decir, 7,4 % ROS) como beneficio razonable, las compensaciones por la OSU concedidas a Correos en 
el período 2004-2010 por las autoridades españolas superaron cada año el coste neto de la OSU (véase el cuadro 3).

Cuadro 3

Coste neto de la OSU y compensación por la OSU percibida por Correos en el período 2004-2010 (en millones EUR)

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Ingresos OSU […] […] […] […] […] […] […]

- Costes OSU […] […] […] […] […] […] […]

= pérdidas (–) o beneficios de 
explotación (+) OSU

[…] […] […] […] […] […] […]

- Beneficio razonable del 7,4  
% de ROS

[…] […] […] […] […] […] […]

= Coste neto (–) o beneficio 
neto (+) OSU incluido el 
beneficio razonable

[…] […] […] […] […] […] […]

Compensación máxima por 
OSU que puede otorgarse 
sobre la base de una ROS del 
7,4 %

[…] […] […] […] […] […] […]

Compensación por la OSU 
concedida a Correos por las 
autoridades españolas

91 88 95 120 142 222 196

(75) En dos años (2005 y 2006), el beneficio de explotación sin la compensación superó incluso el nivel máximo de 
beneficio razonable de referencia (7,4 % ROS). Ello parece indicar que, en esos dos años, Correos podía cubrir la 
totalidad de los costes de la OSU y obtener un rendimiento razonable para sus accionistas sin ninguna compensación 
del Estado. No obstante, Correos también recibió una compensación por la OSU en 2005 y 2006.

(76) A tenor de lo anterior, parece que la compensación percibida por Correos en ese período supera lo que puede 
considerarse necesario para cubrir total o parcialmente los gastos ocasionados por el desempeño de la OSU, teniendo 
en cuenta los ingresos correspondientes y un beneficio razonable, tal como establece el tercer criterio Altmark.

El cuarto criterio Altmark

(77) En relación con el cuarto criterio Altmark, la OSU no se atribuyó mediante un procedimiento abierto de 
contratación pública, sino que se encomendó directamente a Correos por parte de las autoridades españolas. No 
obstante, estas alegaron que Correos se compensa con arreglo a los costes de una empresa media, bien gestionada. En 
apoyo de esta alegación, las autoridades españolas facilitaron un estudio elaborado por Frontier Economics (en lo 
sucesivo, «el estudio»).
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(78) El objetivo del estudio es ofrecer un análisis comparativo de los costes de Correos con respecto a los costes de otros 
operadores postales europeos responsables de desempeñar la OSU, a fin de demostrar que las compensaciones por la 
OSU otorgadas a Correos cumplen el cuarto criterio Altmark. El estudio utiliza un modelo econométrico para la 
estimación de los costes de una hipotética empresa media, bien gestionada, sobre la base de información procedente 
de varios prestadores europeos del servicio postal universal. Los costes reales de Correos se comparan con los costes 
que esta hipotética empresa media, bien gestionada, habría soportado si se hallara en una situación (por ejemplo, en 
relación a la densidad de red) similar a la de Correos. Los resultados del estudio sugieren que los costes de Correos en 
el período 2005-2010 fueron inferiores a los de la hipotética empresa media, bien gestionada, según las estimaciones 
del modelo econométrico.

(79) Sin embargo, la Comisión tiene dudas sobre si la hipotética empresa media, bien gestionada, que se define en el 
estudio es efectivamente un operador postal eficiente o solo un operador postal medio. En efecto, no se ha 
demostrado que los demás prestadores del servicio postal universal sean operadores eficientes. El estudio solo indica 
que esos operadores postales se consideran «bien gestionados y adecuadamente equipados, porque no existe ninguna prueba 
que demuestre su ineficiencia o que indique que tienen incentivos para operar de forma ineficiente». Este argumento es, sin 
embargo, sumamente difícil de aceptar teniendo en cuenta el hecho de que el grupo de empresas incluye a 
prestadores del servicio postal universal (28) que han recibido compensación por esta OSU, y sobre los que la 
Comisión ya ha adoptado decisiones en las que concluye que sus costes no podían considerarse eficientes (29).

(80) Lo que es más problemático es que el estudio trata de justificar a posteriori que Correos es una empresa media, bien 
gestionada. No obstante, para cumplir el cuarto criterio Altmark se debería demostrar que el nivel de la 
compensación concedida a Correos ha sido establecido «sobre la base de un análisis de los costes que una empresa media, 
bien gestionada y adecuadamente equipada dentro del mismo sector habría soportado, teniendo en cuenta los ingresos 
correspondientes y un beneficio razonable por la ejecución de estas obligaciones». Tal análisis habría debido efectuarse ex ante, 
es decir, antes de conceder la compensación. Sin embargo, en la práctica, la compensación por la OSU de Correos se 
determinó mediante la metodología española, que se basa en el estudio NERA de 1998 [véase el considerando (21)]. 
Esa metodología se basa exclusivamente en los costes e ingresos de Correos, sin atender a ninguna consideración de 
eficiencia y sin evaluar si Correos es una empresa media, bien gestionada. Por otra parte, como se ha señalado 
anteriormente [véanse los considerandos (72) a (76)], la metodología utilizada por las autoridades españolas parece 
haber conducido a compensaciones que superaban considerablemente el coste neto de la OSU de Correos (incluido 
un beneficio razonable), lo que confirma además que no puede considerarse que refleje el coste de una empresa 
media, bien gestionada (aun admitiendo que los costes de Correos son los de una empresa bien gestionada).

(81) A la luz de los argumentos expuestos, no cabe concluir que el nivel de la compensación concedida a Correos se 
determinó sobre la base de un análisis de los costes que una empresa media, bien gestionada y adecuadamente 
equipada dentro del mismo sector habría soportado, teniendo en cuenta los ingresos correspondientes y un beneficio 
razonable por la ejecución de las obligaciones.

(82) Así pues, la Comisión concluye, en esta fase de la investigación, que dos de los cuatro requisitos acumulativos 
enunciados en la sentencia Altmark no se cumplen en el presente caso, de modo que debe considerarse que las 
compensaciones conceden una ventaja a Correos.

D. Selectividad

(83) Para que una medida estatal entre en el ámbito de aplicación del artículo 107, apartado 1, del TFUE, debe favorecer 
«a determinadas empresas o producciones». Por tanto, únicamente las medidas en favor de las empresas que 
conceden una ventaja de forma selectiva están comprendidas en el concepto de ayuda estatal.

(84) Las compensaciones por la OSU son claramente selectivas, ya que solo benefician a una empresa: Correos

3.2.1.3. Falseamiento de la competencia y efecto en los intercambios comerciales

(85) Las subvenciones públicas a las empresas solo constituyen ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del 
TFUE en la medida en que «falseen o amenacen falsear la competencia» y «afecten a los intercambios comerciales 
entre Estados miembros».
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(28) Por ejemplo, Hellenic Post, Poste Italiane.
(29) Véase la Decisión de la Comisión, de 20 de noviembre de 2012, en el asunto SA.33989 (2012/NN) ejecutada por Italia en favor de 

Poste Italiane (DO C 77/03 de 15.3.2013, p. 12) y la Decisión de la Comisión, de 1 de agosto de 2014, en el asunto SA.35608 
(2014/C) ejecutada por Grecia en favor de Hellenic Post (ELTA) (DO C 348/04 de 3.10.2014, p. 48).



(86) En cuanto al principio de falseamiento de la competencia, se considera que una medida concedida por un Estado 
falsea o amenaza falsear la competencia cuando es posible que mejore la posición competitiva del beneficiario frente 
a otras empresas con las que compite (30). A todos los efectos prácticos, se supone, por tanto, la existencia de 
falseamiento de la competencia en cuanto un Estado confiere una ventaja financiera a una empresa en un sector 
liberalizado cuando hay, o puede haber, competencia.

(87) En cuanto al principio de los efectos en los intercambios comerciales, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha 
establecido que toda concesión de ayudas a una empresa que ejerza sus actividades en el mercado interior puede 
afectar a los intercambios comerciales entre los Estados miembros (31). En el ámbito de las normas sobre ayudas 
estatales, los efectos sobre los intercambios comerciales no quedan excluidos a priori por el carácter local o regional 
de los servicios prestados. Si bien no existe un umbral o porcentaje estricto por debajo del cual pueda considerarse 
que los intercambios entre Estados miembros no se ven afectados, el alcance limitado de la actividad económica, 
como puede poner de manifiesto un volumen de negocios muy bajo, hace menos probable la existencia de efectos en 
los intercambios comerciales.

(88) En lo que respecta al presente asunto, la Comisión observa que las actividades de Correos se han desarrollado en los 
mercados de envíos postales y paquetería, que se caracterizan por una fuerte competencia con otros prestadores de 
distintos Estados miembros (por ejemplo, Deutsche Post, TNT, La Poste, UPS, CTT Correios de Portugal y Royal Mail). 
En consecuencia, no hay duda de que cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la competencia 
y a los intercambios entre los Estados miembros.

3.2.1.4. Conclusión

(89) Sobre la base de las consideraciones expuestas, la Comisión considera, en esta fase de la investigación, que las 
compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 cumplen los criterios 
acumulativos de las ayudas estatales, por lo que la medida constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE.

3.2.2. Ayuda existente o nueva

(90) Las autoridades españolas sostenían en sus alegaciones que, en caso de que las compensaciones por la OSU 
concedidas a Correos constituyeran ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE, serían «ayuda 
existente» a tenor del artículo 1, letra b), del Reglamento de procedimiento, ya que Correos ha recibido fondos 
públicos por la prestación de servicios postales desde antes de la adhesión de España a la Unión.

(91) De acuerdo con el artículo 1, letra b), del Reglamento de procedimiento, se entiende por ayuda existente «toda ayuda 
que existiese antes de la entrada en vigor del TFUE en el Estado miembro respectivo». Se desprende de ello que todo régimen 
de ayudas que existiese en España antes de su adhesión a la Unión el 1 de enero de 1986 debe considerarse ayuda 
existente.

(92) De acuerdo con el artículo 1, letra c), del mismo Reglamento, por «nueva ayuda» debe entenderse «toda ayuda, es decir, 
los regímenes de ayudas y ayudas individuales, que no sea ayuda existente, incluidas las modificaciones de ayudas existentes». 
Según el Tribunal de Justicia, para determinar si una ayuda ha sido modificada, es fundamental examinar si las 
disposiciones que la establecieron han sido modificadas (32). En sentencias posteriores, el Tribunal de Justicia y el 
Tribunal General han explicado qué tipo de modificación de las disposiciones por las que se concedió la ayuda 
convierte una ayuda existente en ayuda nueva. Según el Tribunal General, «solo en el supuesto de que la modificación 
afecte al régimen inicial en su propia esencia resulta dicho régimen transformado en un régimen de ayudas nuevas. Pues bien, no 
existe una tal modificación sustancial cuando el elemento nuevo puede disociarse claramente del régimen inicial» (33).

(93) A este respecto, cabe mencionar que, antes de la entrada en vigor de la Ley Postal de 1998, las pérdidas globales netas 
de Correos (independientemente de si estas pérdidas habían sido causadas por actividades incluidas o no incluidas en 
la OSU) eran compensadas directamente con cargo al presupuesto del Estado español. Tras la adopción de la Ley 
Postal de 1998, el Estado limitó la financiación pública de Correos a la compensación por la prestación de 
actividades de la OSU nuevamente definidas y circunscritas y dejó de compensar las pérdidas netas globales de la 
sociedad.
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(30) Asunto 730/79, Philip Morris Holland BV/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1980:209, apartado 11; y asuntos 
acumulados T-298/97, T-312/97, T-313/97, T-315/97, T-600/97 a 607/97, T-1/98, T-3/98 a T-6/98 y T-23/98, Alzetta Mauro y 
otros/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:2000:151, apartado 80.

(31) Asunto 730/79, Philip Morris Holland BV/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:C:1980:209, apartados 11 y 12; y asunto T- 
214/95, Het Vlaamse Gewest (Región Flamenca)/Comisión de las Comunidades Europeas, EU:T:1998:77, apartados 48-50.

(32) Asunto C-44/93, Namur-Les Assurances, EU:C:1994:311, apartados 28 y 35.
(33) Véanse los asuntos acumulados T-195/01 y T-207/01, Government of Gibraltar/Comisión, EU:T:2002:111, apartado 111.



(94) La Comisión considera que la naturaleza de la compensación por la OSU cambió esencialmente de dos maneras. En 
primer lugar, la Ley Postal de 1998 redujo el ámbito de aplicación de la compensación, limitándolo a las actividades 
incluidas en la OSU, mientras que antes todas las actividades de Correos (incluidas las no relacionadas con la OSU) 
podían beneficiarse de la compensación. Cabe señalar que esta reducción se considera una modificación fundamental 
y no una mera disminución de la compensación. En efecto, en función de las respectivas situaciones financieras de 
los servicios incluidos y no incluidos en la OSU, la modificación podía dar lugar a un aumento o a una disminución 
de la compensación (34). En segundo lugar, el método para determinar el importe de la compensación fue también 
modificado mediante el Plan de prestación de 2000 [véase el considerando (20)]. En efecto, mientras que en un 
primer momento la compensación por la OSU se basaba en las pérdidas netas sufridas por Correos, el Plan de 
prestación exigió la utilización de una metodología específica [véase el considerando (21)] para determinar el 
importe de esa compensación.

(95) A tenor de lo anterior, la Comisión observa que el régimen ha sido modificado de forma significativa desde la 
adhesión de España a la Unión en 1986. Por consiguiente, la Comisión concluye que las compensaciones por la OSU 
otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 no pueden considerarse ayudas existentes a efectos de las 
ayudas estatales, sino que deben considerarse nuevas ayudas a partir de la entrada en vigor de dicha Ley Postal en 
1998.

3.2.3. Legalidad de la medida de ayuda

(96) La Comisión observa que las compensaciones por la OSU cubiertas por la presente Decisión, en la medida en que 
constituyan ayudas estatales a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE, no han sido notificadas con arreglo al 
artículo 108, apartado 3, del TFUE. Por lo tanto, las compensaciones por la OSU constituyen ayudas ilegales a tenor 
del artículo 1, letra f), del Reglamento de procedimiento.

3.2.4. Compatibilidad con el mercado interior

3.2.4.1. Base jurídica

A. Compatibilidad en virtud del artículo 106, apartado 2, del TFUE

(97) En la medida en que las compensaciones otorgadas a Correos por la OSU constituyan ayudas estatales a tenor del 
artículo 107, apartado 1, del TFUE, procede examinar su compatibilidad con el mercado interior. Los motivos por 
los que una medida de ayuda estatal puede o debe declararse compatible con el mercado interior se enumeran en el 
artículo 106, apartado 2, y en el artículo 107, apartados 2 y 3, del TFUE.

(98) Teniendo en cuenta que las autoridades españolas han afirmado reiteradamente que las compensaciones por la OSU 
otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 constituyen una compensación por la prestación de servicios 
de interés económico general (en lo sucesivo, «SIEG»), la compatibilidad de esas compensaciones con el mercado 
interior debe evaluarse sobre la base del artículo 106, apartado 2, del TFUE. Este artículo establece lo siguiente:

«Las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico general o que tengan el carácter de monopolio fiscal 
quedarán sometidas a las normas de los Tratados, en especial a las normas sobre competencia, en la medida en que la aplicación 
de dichas normas no impida, de hecho o de derecho, el cumplimiento de la misión específica a ellas confiada. El desarrollo de los 
intercambios no deberá quedar afectado en forma tal que sea contraria al interés de la Unión».

B. Aplicación temporal del paquete SIEG de 2012

(99) La Comisión ha establecido las condiciones con arreglo a las cuales aplica el artículo 106, apartado 2, del TFUE en 
una serie de instrumentos; de ellos, los más recientes son el Marco SIEG de 2012 (35) y la Decisión SIEG de 2012 (36) 
(en lo sucesivo, denominados conjuntamente «el paquete SIEG de 2012»). Anteriormente, la Comisión había 
publicado y aplicado las condiciones para evaluar la compatibilidad con arreglo al artículo 106, apartado 2, del TFUE 
en el Marco SIEG de 2005 (37) y en la Decisión SIEG de 2005 (38).
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(34) Por ejemplo, si los servicios incluidos en la OSU registraban pérdidas pero, en conjunto, la empresa era rentable, no se concedía 
compensación alguna, mientras que, después de la modificación, sí que era posible conceder cierta compensación. En cambio, si la 
empresa era deficitaria en general, pero los servicios de la OSU eran muy rentables, podía recibir compensación.

(35) Comunicación de la Comisión: Marco de la Unión Europea sobre ayudas estatales en forma de compensación por servicio público 
(DO C 8 de 11.1.2012, p. 15).

(36) Decisión de la Comisión, de 20 de diciembre de 2011, relativa a la aplicación de las disposiciones del artículo 106, apartado 2, del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas estatales en forma de compensación por servicio público concedidas a 
algunas empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico general (DO L 7 de 11.1.2012, p. 3).

(37) Marco comunitario sobre ayudas estatales en forma de compensación por servicio público (DO C 297 de 29.11.2005, p. 4).
(38) Decisión de la Comisión, de 28 de noviembre de 2005, relativa a la aplicación de las disposiciones del artículo 86, apartado 2, del 

Tratado CE a las ayudas estatales en forma de compensación por servicio público concedidas a algunas empresas encargadas de la 
gestión de servicios de interés económico general (DO L 312 de 29.11.2005, p. 67).



(100) Por lo que se refiere a la Decisión SIEG de 2012, dado que el importe de las compensaciones por la OSU otorgadas a 
Correos en el período 2004-2010 superan los 15 millones EUR al año, estas compensaciones no entran en el ámbito 
de aplicación de la Decisión SIEG de 2012, tal como se establece en su artículo 2, ni en el ámbito de aplicación de la 
Decisión SIEG de 2005, tal como se establece en su artículo 2.

(101) En la fase actual de desarrollo del mercado interior, las ayudas estatales no incluidas en el ámbito de aplicación de la 
Decisión SIEG de 2012 pueden declararse compatibles con el artículo 106, apartado 2, del TFUE cuando sean 
necesarias para el funcionamiento del servicio de interés económico general y no afecten al desarrollo de los 
intercambios en forma tal que sea contraria al interés de la Unión (39).

(102) El Marco SIEG de 2012 describe las condiciones en las que se puede lograr ese equilibrio. No obstante, de 
conformidad con el punto 69 del Marco SIEG, puesto que las compensaciones por la OSU durante el período 2004- 
2010 constituyen ayudas estatales ilegales, no serán aplicables en la evaluación por la Comisión de la compatibilidad 
con arreglo al artículo 106, apartado 2, del TFUE las condiciones establecidas en los puntos siguientes del Marco 
SIEG de 2012:

— Punto 14: considerar debidamente las necesidades de servicio público al encomendar al prestador un SIEG 
particular.

— Punto 19: respeto de las normas de la UE sobre contratación pública al encomendar un SIEG.

— Punto 20: ausencia de discriminación.

— Punto 24 (y siguientes): aplicación del método del coste evitado neto para calcular el coste neto.

— Punto 39 (y siguientes): incentivos de eficiencia.

— Punto 60: transparencia.

(103) Por lo tanto, en la sección siguiente la Comisión evaluará las compensaciones por la OSU con arreglo al Marco SIEG 
de 2012, excluidos los puntos citados, y determinará si esas compensaciones cumplen las demás condiciones 
establecidas en dicho marco.

3.2.4.2. Compatibilidad con arreglo al Marco SIEG de 2012

A. Auténtico servicio de interés económico general a tenor del artículo 106 del TFUE

(104) El servicio encomendado a Correos por el Estado español es el servicio postal universal conforme a lo establecido 
por el artículo 3, apartado 1, de la tercera Directiva postal, que dice así: «Los Estados miembros garantizarán a los 
usuarios el derecho a un servicio universal que corresponda a una oferta de servicios postales de calidad determinada prestados de 
forma permanente en todos los puntos del territorio a precios asequibles a todos los usuarios». Como se indica en los 
considerandos 4 a 8 de la tercera Directiva postal, por la que se modifica la primera Directiva postal en relación con 
la plena realización del mercado interior de servicios postales comunitarios (40), las obligaciones de servicio 
universal, tal como se definen en la Directiva relativa a los servicios postales, ya son reconocidas por la Unión como 
auténticos servicios de interés económico general a tenor del artículo 106, apartado 2, del TFUE.
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(39) Marco SIEG de 2012, punto 11.
(40) DO L 52 de 27.2.2008, p. 3.



B. Necesidad de un acto de atribución que concrete las obligaciones de servicio público y los métodos de cálculo de 
la compensación

(105) Como se indica en la sección 2.3 del Marco SIEG de 2012, el concepto de servicio de interés económico general a 
tenor del artículo 106 del TFUE significa que a la empresa en cuestión se le ha encomendado la responsabilidad del 
funcionamiento del servicio de interés económico general por medio de uno o varios actos oficiales.

(106) Esos actos deberán indicar concretamente:

1. el contenido y la duración de las obligaciones de servicio público;

2. la empresa y el territorio afectados;

3. la naturaleza de cualesquiera derechos exclusivos atribuidos al operador;

4. la descripción del mecanismo de compensación y los parámetros aplicados al cálculo, control y revisión de la 
compensación;

5. las modalidades para evitar y recuperar las posibles compensaciones excesivas.

(107) La Ley Postal de 1998 y el Plan de prestación de 2000, que fueron los actos pertinentes de atribución para el período 
2004-2010, definen y encomiendan claramente a Correos la OSU. El territorio afectado es todo el territorio nacional 
español.

(108) La Ley Postal española de 1998 indica además, en su artículo 19, los derechos exclusivos asignados a Correos. Esos 
derechos incluyen, por ejemplo, el uso del término «España», la denominación «Correos» y los signos 
correspondientes.

(109) El Plan de prestación de 2000 prevé un mecanismo para calcular el coste neto de la OSU, que se utiliza como base 
para el importe de la compensación (41). El mecanismo de compensación y los parámetros para calcular la 
compensación pueden considerarse, por tanto, definidos.

(110) No obstante, ni la Ley Postal de 1998 ni el Plan de prestación de 2000 incluyen ninguna referencia a las modalidades 
para evitar y recuperar las posibles compensaciones excesivas. En sus comunicaciones, las autoridades españolas se 
refieren en cambio al artículo 77, apartado 2, de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, que 
establece lo siguiente: «El perceptor de un pago indebido total o parcial queda obligado a su restitución». Además, aducen que 
varias normas inferiores recogen disposiciones más detalladas, como el Real Decreto 2225/1993, de 17 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para la concesión de subvenciones públicas, en 
cuyo capítulo II se aborda el procedimiento de reintegro, y la Orden EHA/4077/2005, de 26 de diciembre, sobre 
reintegros de pagos indebidos. Por último, las autoridades españolas señalan que, en la práctica, cuando Correos 
recibía un pago excesivo (es decir, cuando la compensación superaba los costes netos de la OSU), ello se compensaba 
en los años siguientes (reduciendo el importe de la compensación concedida).

(111) La Comisión observa que los argumentos anteriores sobre la obligación de restituir los pagos indebidos son muy 
generales y no parecen abordar la obligación particular contenida en el Marco SIEG de 2012 ni la situación de 
Correos. Por otra parte, la evolución de las compensaciones otorgadas a Correos (véase el cuadro 3 supra) parece 
demostrar que la compensación siempre fue superior al coste neto (incluido un beneficio razonable).

(112) En vista de lo anterior, la Comisión tiene dudas de que la atribución a Correos pueda considerarse conforme con el 
Marco SIEG de 2012.
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(41) Véase el considerando (22).



C. Duración del período de atribución

(113) Como se indica en la sección 2.4 del Marco SIEG de 2012, «la duración del período de atribución deberá justificarse por 
referencia a criterios objetivos tales como la necesidad de amortizar activos fijos no transferibles. En principio, la duración del 
período de atribución no deberá exceder el período requerido para la amortización de los activos más importantes necesarios para 
gestionar el SIEG».

(114) La Ley Postal de 1998 no especificaba la duración del período de atribución de la OSU a Correos. No obstante, la 
atribución concluyó en 2011, con la entrada en vigor de la nueva Ley Postal de 2010, y, por lo tanto, la duración real 
del período de atribución fue de doce años.

(115) En primer lugar, la Comisión no considera que este requisito del Marco SIEG de 2012 pueda dar lugar a la 
incompatibilidad de una ayuda que es anterior a la entrada en vigor de ese Marco. En efecto, los objetivos de la 
disposición del Marco SIEG de 2012 relativa a la limitación de la duración son garantizar que el Estado examine la 
situación del mercado periódicamente para verificar que se sigue justificando el mantenimiento de un servicio y 
posibilitar la competencia para la concesión de ese servicio público mediante la aplicación de las normas de 
contratación pública. Esos objetivos no pueden alcanzarse en el caso de una medida que se ha ejecutado en el pasado 
y, por consiguiente, no pueden dar lugar a la incompatibilidad de las compensaciones por la OSU concedidas hasta 
2010 (42).

(116) Además, la Comisión observa que un período de atribución de doce años no parece excesivo y es similar a los 
períodos de atribución que se aplican a otros proveedores de la OSU en la UE (43).

(117) Por lo tanto, puede aceptarse que un período de atribución de doce años no excede del período necesario para la 
amortización de los activos más importantes utilizados por Correos para la prestación de la OSU, como requiere el 
Marco SIEG.

D. Cumplimiento de la Directiva 2006/111/CE

(118) De acuerdo con el punto 18 del Marco SIEG de 2012, «una ayuda se considerará compatible con el mercado interior con 
arreglo al artículo 106, apartado 2, del Tratado solo cuando la empresa respete, cuando sea aplicable, la Directiva 2006/111/ 
CE, relativa a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las empresas públicas, así como a la 
transparencia financiera de determinadas empresas (44)».

(119) El artículo 29 de la Ley Postal de 1998 impone la obligación de separación de cuentas en el sistema contable interno 
del proveedor del servicio universal. La Orden FOM/2447/2004, de 12 de julio, sobre la contabilidad analítica y la 
separación de cuentas de los operadores postales, dispone que la empresa de auditoría responsable de certificar las 
cuentas del proveedor del servicio universal deberá comprobar asimismo que las cuentas se atienen a las 
mencionadas normas de separación contable.

(120) La Comisión invita a las autoridades españolas a presentar una descripción detallada de su sistema de contabilidad 
analítica, a fin de poder comprobar si se ajustan a lo dispuesto en la Directiva 2006/111/CE.

E. Importe de la compensación

(121) El punto 21 del Marco SIEG de 2012 establece que «(…) el importe de la compensación no debe superar lo necesario para 
cubrir el coste neto de la ejecución de las obligaciones de servicio público, incluido un beneficio razonable». También indica que 
«(…) cuando la empresa realiza también actividades ajenas al SIEG, los costes a tener en cuenta pueden cubrir todos los costes 
directos necesarios para la ejecución de las obligaciones de servicio público y una contribución adecuada a los costes indirectos que 
sean comunes al SIEG y a otras actividades. Los costes asignados a posibles actividades ajenas al SIEG deben incluir todos los 
costes directos y una contribución adecuada a los costes comunes».
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(42) El precepto podría aplicarse a una medida iniciada en el pasado y aún vigente. En tal caso, podría solicitarse una modificación o, 
incluso, el cese de la atribución.

(43) Véase, por ejemplo, La Poste (Francia), Poste Italiane (Italia) y ELTA (Grecia): quince años en todos los casos.
(44) DO L 318 de 17.11.2006, p. 17.



(122) El punto 24 del Marco SIEG de 2012 establece que «el coste neto necesario, o que se prevé será necesario, para ejecutar las 
obligaciones de servicio público deberá calcularse utilizando el método del coste evitado neto, cuando lo exija la legislación 
nacional o de la Unión y en otros casos en los que sea posible».

(123) No obstante, en el caso de las compensaciones por la OSU concedidas en virtud de la Ley Postal de 1998, al haber 
sido concedidas como ayudas ilegales antes de la entrada en vigor del Marco SIEG de 2012 el 31 de enero de 2012, el 
punto 69 de dicho Marco excluye expresamente la aplicación del punto 24 del Marco y, por ende, la aplicación del 
método del coste evitado neto a las ayudas ilegales.

(124) La nota a pie de página 2 del punto 21 del Marco SIEG de 2012 aclara que, cuando el método del coste evitado neto 
no se pueda aplicar (o, como en el presente caso, no sea aplicable), el coste neto de la ejecución de las obligaciones de 
servicio público será la diferencia entre los costes y los ingresos. Este método de asignación de costes se describe en 
los puntos 28 y siguientes del Marco SIEG de 2012. Se consideró que era el método adecuado para calcular la 
compensación por SIEG en virtud del Marco SIEG de 2005, aplicable desde el 29 de noviembre de 2005 hasta el 
31 de enero de 2012, y sirvió de base para varias decisiones de la Comisión sobre la compensación por OSU en ese 
período (45).

(125) Para el cálculo del coste neto de la OSU durante el período 2004-2010, las autoridades españolas utilizaron su 
propia metodología, descrita en el considerando (22). No se puede considerar que esa metodología cumpla los 
principios del método de asignación de costes establecido en el marco SIEG de 2012, ya que no tiene en cuenta todos 
los gastos e ingresos relacionados con la ejecución de la OSU. De hecho, no se incluyen en el coste neto servicios no 
reservados rentables pese a formar parte de la OSU.

(126) Las autoridades españolas alegan que su metodología debería considerarse una aplicación anticipada del método del 
coste evitado neto.

(127) La Comisión considera, en primer lugar, que, por las razones aducidas en el considerando (123), las autoridades 
españolas deberían haber utilizado el método de asignación de costes para calcular las compensaciones por la OSU 
otorgadas a Correos durante el período considerado, y no el método del coste evitado neto.

(128) En su práctica con respecto a la compensación por SIEG en general y a la compensación por OSU en particular, 
concedidas antes de la entrada en vigor del Marco SIEG de 2012, la Comisión aplicó sistemáticamente el método de 
asignación de costes. Como se ha explicado en los considerandos (73) y (74), la Comisión determinó un rango de 
referencia para el nivel de beneficio razonable aplicable a las compensaciones por la OSU. La rentabilidad máxima 
sobre ventas que fue aceptada por la Comisión se aplica a situaciones en las que el operador postal está sometido a 
un grado significativo de riesgo y se sitúa en el 7,4 %.

(129) Las compensaciones otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 sobre la base de la metodología española 
y los niveles de rentabilidad alcanzados por la empresa durante el período 2004-2010 se resumen en el cuadro 4 
siguiente.

Cuadro 4

Ratio de rentabilidad de Correos en comparación con el beneficio razonable aceptado para Bpost durante el período 2004- 
2010 (en términos de rentabilidad sobre ventas, ROS)

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Ingresos OSU […] […] […] […] […] […] […]

- Costes OSU […] […] […] […] […] […] […]
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(45) Véase, en particular, la Decisión de la Comisión, de 25 de enero de 2012, en el asunto SA.14588 (C 20/2009) ejecutada por Bélgica 
en favor de De Post-La Poste (ahora Bpost) (DO L 170 de 29.6.2012, p. 1) y la Decisión de la Comisión, de 25 de enero de 2012, en 
el asunto SA.17653 (C 36/07) ejecutada por Alemania en favor de Deutsche Post AG (DO L 289 de 19.10.2012, p. 1).



2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

= pérdidas (–) o beneficios de 
explotación (+) OSU

[…] […] […] […] […] […] […]

Rentabilidad sobre ventas 
sin la compensación

[…] […] […] […] […] […] […]

+ Compensación por la OSU 
concedida a Correos por las 
autoridades españolas

91 88 95 120 142 222 196

= pérdidas (–) o beneficios de 
explotación (+) OSU después 
de la compensación

[…] […] […] […] […] […] […]

Rentabilidad sobre ventas 
con la compensación

[…] […] […] […] […] […] […]

Nivel máximo de beneficio 
razonable de la Comisión

7,4 % 7,4 % 7,4 % 7,4 % 7,4 % 7,4 % 7,4 %

(130) El cuadro 4 muestra que, en cada año, la ROS obtenida por Correos después de recibir la compensación por la OSU 
excede del nivel máximo de beneficio razonable del rango de referencia (es decir, 7,4 %), determinado por la 
Comisión en sus decisiones anteriores. Mediante la aplicación de la metodología española, Correos parece haber 
obtenido niveles de beneficio mucho más elevados que otros operadores postales que aplicaron el método de 
asignación de costes. Hay que señalar que, si las autoridades españolas hubieran notificado las compensaciones por la 
OSU correspondientes al período 2004-2010, la Comisión habría aplicado el método de asignación de costes y los 
niveles de beneficio expuestos anteriormente, lo que llevaría a priori a la conclusión de que Correos había recibido 
una compensación excesiva; es un principio aceptado que la ilegalidad de una ayuda no debe aportar ninguna ventaja 
al beneficiario de dicha ayuda.

(131) En cualquier caso, la Comisión observa que, incluso si el método del coste evitado neto pudiera haberse aplicado en 
el momento de conceder las compensaciones por la OSU de conformidad con la Ley Postal de 1998, algo que la 
Comisión pone en cuestión, la metodología aplicada por España en aquel momento no era conforme con el método 
del coste evitado neto (46). La metodología española no tiene en cuenta los beneficios inmateriales y de mercado ni 
contiene incentivos para la eficiencia de costes, tal y como exige el método del coste evitado neto. Tampoco corrige el 
impacto de la interrupción de la entrega de los flujos de tráfico no rentables sobre la rentabilidad de otros productos 
y servicios (incluidos o no incluidos en la OSU), como también exige el método del coste evitado neto.

(132) Por consiguiente, la Comisión alberga serias dudas sobre si las compensaciones otorgadas a Correos en virtud de la 
Ley Postal de 1998 durante el período 2004-2010 eran necesarias para el cumplimiento de la OSU.

F. Conclusión

(133) A tenor de lo anterior, la Comisión tiene serias dudas sobre la compatibilidad con el mercado interior de las 
compensaciones por la OSU concedidas por España a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998 durante el período 
2004-2010.
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(46) Como se describe, por ejemplo, en el documento de trabajo de los servicios de la Comisión que acompaña al Informe de la Comisión 
al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la aplicación de la Directiva de servicios postales, y, en particular, el anexo relativo al cálculo del 
coste neto de la obligación de servicio postal universal. Pueden encontrarse más orientaciones en la práctica de toma de decisiones 
de la Comisión en materia de ayudas estatales desde 2012.



3.3. Exenciones tributarias obtenidas por Correos: Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) e Impuesto sobre 
Actividades Económicas (IAE)

(134) Por las razones expuestas en los considerandos (29) a (31), la presente evaluación se limita al análisis del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles (IBI) y al Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE). La Comisión toma nota, según lo 
indicado por las autoridades españolas, de que el ámbito la exención prevista en el artículo 19, apartado 1, letra b), 
de la Ley Postal de 1998, y el artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal de 2010 no abarca otros impuestos, como el 
impuesto sobre transmisiones patrimoniales, el impuesto sobre construcciones, el impuesto sobre el incremento del 
valor de los terrenos de naturaleza urbana y el impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

3.3.1. Ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE

3.3.1.1. Ayuda imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales

(135) El artículo 107, apartado 1, del TFUE exige que la ayuda sea otorgada por un Estado miembro o mediante fondos 
estatales, bajo cualquier forma. Una pérdida de ingresos fiscales equivale al consumo de fondos estatales en forma de 
gastos fiscales.

(136) Como el Tribunal de Justicia sostuvo en el asunto Banco Exterior de España, una medida mediante la cual las 
autoridades públicas conceden a determinadas empresas una exención tributaria que, aunque no implique una 
transferencia de efectivo de fondos estatales, coloque a los beneficiarios en una situación financiera más favorable 
que a los restantes contribuyentes, constituye una ayuda estatal en el sentido del artículo 107, apartado 1, del 
TFUE (47).

(137) Al eximir a Correos del IBI y del IAE, las autoridades españolas renuncian a ingresos que constituyen recursos 
estatales. Así pues, la Comisión considera que esas exenciones fiscales implican una pérdida de recursos estatales y, 
por consiguiente, son concedidas por el Estado mediante recursos estatales.

3.3.1.2. Ventaja económica selectiva a una empresa

A. El concepto de empresa

(138) Como se indica en los considerandos (66) y (67), Correos debe considerarse una empresa que presta servicios de la 
OSU, los cuales son objeto de exención tributaria.

B. Ventaja

(139) La forma precisa de una medida es irrelevante para determinar si confiere una ventaja económica a la empresa (48). El 
concepto de ventaja no solo comprende las prestaciones positivas, sino también las intervenciones que, bajo formas 
diversas, alivian las cargas que normalmente recaen sobre el presupuesto de una empresa (49). Por tanto, una 
exoneración de las cargas económicas (como las obligaciones fiscales) también puede constituir una ventaja.

(140) Correos ha estado total o parcialmente exento de determinados tributos, como el IBI y el IAE, mientras que otras 
empresas, que también desarrollan actividades económicas, (incluyendo la prestación de servicios postales) están, en 
principio, plenamente sujetas a dichos impuestos. Por lo tanto, Correos se beneficia de una ventaja económica a 
efectos del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

(141) Las exenciones fiscales otorgadas a Correos reducen las cargas que normalmente se incluyen en sus costes de 
explotación. Por consiguiente, benefician a Correos frente a otras empresas sujetas al IBI o al IAE, que no pueden 
beneficiarse de estas ventajas fiscales.
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(47) Asunto C-387/92, Banco Exterior de España, EU:C:1994:100, apartado 14.
(48) Asunto C-280/00, Altmark Trans, EU:C:2003:415, apartado 84.
(49) Asunto 30/59, De Gezamenlijke Steenkolenmijnen in Limburg/Alta Autoridad de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, 

EU:C:1961:2, p. 19; y asunto C-143/99, Adria-Wien Pipeline, EU:C:2001:598, apartado 38.



C. Selectividad

(142) Una medida es selectiva si favorece a determinadas empresas o a la producción de determinados bienes en el sentido 
del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

(143) La diferencia de tributación debe examinarse atendiendo a la jurisprudencia relativa al concepto de selectividad (50). 
Una medida fiscal es, prima facie, selectiva si constituye una desviación del marco fiscal general (o de referencia). A 
este respecto, es preciso evaluar si la medida favorece a determinadas empresas en comparación con otras que se 
encuentren en una situación fáctica y jurídica comparable, habida cuenta del objetivo perseguido por el sistema fiscal 
de referencia. De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, una medida prima facie selectiva puede estar justificada 
por la lógica del sistema fiscal. Sin embargo, solo se pueden tener en cuenta razones intrínsecas inherentes al sistema 
fiscal y no razones políticas externas. Si la medida selectiva prima facie no puede justificarse por la lógica del sistema 
fiscal, equivaldría a una ventaja selectiva y, si se cumple el resto de las condiciones establecidas en el artículo 107, 
apartado 1, del TFUE, sería ayuda estatal a tenor de dicha disposición (51).

Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI)

Marco de referencia

(144) La determinación del régimen fiscal de referencia (o marco de referencia) reviste especial importancia en el caso de 
las medidas fiscales, puesto que la propia existencia de una ventaja solo puede apreciarse en relación con el «régimen 
fiscal normal» (52).

(145) En el presente caso, el marco de referencia debe definirse como el IBI, de acuerdo con lo establecido en el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. De esta ley se desprende que, conforme a las disposiciones normales, las 
empresas (entre otras personas físicas y jurídicas) están sujetas al IBI por la titularidad de los derechos sobre los 
bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales, establecidos en el artículo 61 
del Real Decreto Legislativo 2/2004.

Excepción al marco de referencia

(146) Según el artículo 60 del Real Decreto Legislativo 2/2004, el IBI «es un tributo directo de carácter real que grava el valor de 
los bienes inmuebles en los términos establecidos en esta ley». El hecho imponible del IBI es la titularidad de cualquiera de 
los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 (53) sobre los bienes inmuebles rústicos y 
urbanos y sobre los inmuebles de características especiales. El IBI no grava una actividad, sino el valor de la 
propiedad.

(147) Con arreglo al artículo 19, apartado 1, letra b), de la Ley Postal de 1998, y al artículo 22, apartado 2, de la Ley Postal 
de 2010, Correos está, en principio, exento de los impuestos sobre las actividades económicas relacionadas con sus 
servicios reservados (en virtud de la Ley Postal de 1998) o incluidas en el ámbito de aplicación de la OSU (en virtud 
de la Ley Postal de 2010). Aunque las autoridades españolas alegan que el IBI no está directamente vinculado a una 
actividad económica determinada y que, por tanto, Correos no podía acogerse a la exención, en la práctica Correos 
reclamó ante los tribunales al considerar que tenía derecho a la exención del IBI en el caso de las oficinas de correos 
de determinados municipios.

(148) La exención del IBI aplicable a Correos constituye una excepción al régimen fiscal general del IBI aplicable en España 
y concede una ventaja selectiva a Correos. En efecto, al aplicar la exención tributaria, Correos, que participa en 
operaciones inmobiliarias al igual que otras empresas, disfruta de una ventaja a la que no tienen derecho otras 
empresas. Por consiguiente, la medida constituye una excepción al régimen fiscal general del IBI en la medida en que 
establece una diferencia entre operadores económicos que, a la luz del objetivo de ese régimen fiscal (que es gravar la 
titularidad de cualquiera de los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 sobre los 
bienes inmuebles rústicos y urbanos), se encuentran en una situación fáctica y jurídica comparable (54).
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(50) Asuntos acumulados C-78/08 a C-80/08, Paint Graphos y otros, EU:C:2011:550, apartados 49 y siguientes.
(51) Véase el asunto C-143/99, Adria-Wien Pipeline, EU:C:2001:598.
(52) Asuntos T-211/04 y T-215/04, Comisión y España/Government of Gibraltar y Reino Unido, EU:T:2008:595, apartado 80.
(53) Concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que se hallen afectos, derecho real de 

superficie, derecho real de usufructo y derecho de propiedad.
(54) Véanse, entre otros, el asunto C-88/03, Portugal/Comisión, EU:C:2006:511, apartado 56; y los asuntos acumulados C-78/08 a C- 

80/08, Paint Graphos y otros, EU:C:2011:550, apartado 49.



Lógica intrínseca del régimen fiscal

(149) La Comisión ha llegado a la conclusión preliminar de que la exención del IBI aplicable a Correos es prima facie 
selectiva. Sin embargo, todavía es necesario determinar, de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia, si esta exención puede estar justificada por la naturaleza o la estructura general del régimen fiscal del IBI, 
demostrando que la medida se deriva directamente de los principios fundadores o rectores de dicho régimen fiscal.

(150) Las autoridades españolas no han aportado ningún argumento que demuestre que la exención del IBI resulta de la 
aplicación de un principio rector del régimen fiscal del IBI. La Comisión tampoco ha podido encontrar tal 
justificación. La lógica inherente del régimen del Impuesto sobre Bienes Inmuebles es gravar la titularidad de 
cualquiera de los derechos previstos en el artículo 61 del Real Decreto Legislativo 2/2004 sobre los bienes inmuebles 
rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales. La aplicación de una exención total del IBI 
exclusivamente a Correos no se ajusta a la lógica del régimen fiscal del IBI.

Conclusión

(151) Por consiguiente, la Comisión concluye, en esta fase de la investigación, que la exención del IBI otorgada a Correos 
constituye una ventaja selectiva que no puede justificarse por la naturaleza y la lógica del régimen fiscal del IBI.

Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE)

Marco de referencia

(152) Del artículo 78 del Real Decreto Legislativo 2/2004 se desprende que las empresas que ejerzan actividades 
empresariales, profesionales o artísticas están sujetas al Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE). El IAE 
aplicado a los servicios postales y de telecomunicaciones se establece en el grupo 847 de tarifas, «Servicios Postales y 
Telecomunicaciones», del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre. En consecuencia, el marco de 
referencia es el IAE, según lo establecido en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo de 2004.

Excepción al marco de referencia

(153) La nota tercera del grupo 847 del Real Decreto Legislativo 1175/1990 establece que la entidad pública empresarial 
Correos tiene derecho a satisfacer solo el 50 % de la tarifa establecida para las empresas sujetas a dicho grupo 847, 
«Servicios integrales de Correos y Telecomunicaciones».

(154) La exención parcial del IAE aplicable a Correos constituye una excepción al régimen fiscal del IAE aplicable a las 
actividades empresariales, profesionales y artísticas, en general, y a los servicios postales y de telecomunicaciones, en 
particular. Puede, por tanto, considerarse que esa exención otorga una ventaja selectiva a Correos. En efecto, al 
aplicar la exención fiscal del 50 %, Correos, que desarrolla actividades económicas en general y servicios postales en 
particular, disfruta de una ventaja fiscal a la que no tienen derecho otras empresas en general y otros operadores 
postales en particular. Así pues, la medida constituye una excepción al régimen fiscal común en materia de IAE 
aplicable a todas las empresas en general y a los operadores de los servicios postales y de telecomunicaciones en 
particular, en la medida en que establece una diferencia entre operadores económicos que, a la luz del objetivo del 
régimen fiscal del IAE (que es gravar el desempeño de una actividad económica), se encuentran en una situación 
fáctica y jurídica comparable (55). La Comisión concluye, por tanto, que la exención del IAE aplicable a Correos es 
prima facie selectiva.

Lógica intrínseca del régimen fiscal

(155) Así pues, es necesario determinar, de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, si la exención del 
IAE concedida a Correos puede estar justificada por la naturaleza o la estructura general del régimen fiscal del IAE, 
demostrando que la medida se deriva directamente de los principios fundadores o rectores de dicho régimen fiscal.

(156) Las autoridades españolas no han aportado ningún argumento en este sentido y la Comisión tampoco ha podido 
encontrar tal justificación. La lógica inherente del sistema del Impuesto sobre Actividades Económicas es gravar las 
actividades económicas con arreglo al Real Decreto Legislativo 2/2004 y la aplicación de una exención parcial del 
IAE exclusivamente a Correos no se ajusta a esta lógica.
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(55) Véanse, entre otros, el asunto C-88/03, Portugal/Comisión, EU:C:2006:511, apartado 56; y los asuntos acumulados C-78/08 a C- 
80/08, Paint Graphos, EU:C:2011:550, apartado 49.



Conclusión

(157) A tenor de lo anterior, la Comisión concluye que la exención parcial del IAE otorgada a Correos constituye una 
ventaja selectiva que no puede justificarse por la naturaleza y la lógica del régimen fiscal del IAE.

3.3.1.3. Falseamiento de la competencia y efecto en los intercambios comerciales

(158) Tal como se explica en el considerando (88), cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la 
competencia y a los intercambios entre los Estados miembros.

3.3.1.4. Conclusión

(159) Sobre la base de las consideraciones expuestas, la Comisión considera, en esta fase de la investigación, que las 
exenciones del IBI y del IAE otorgadas a Correos cumplen los criterios acumulativos de las ayudas estatales, por lo 
que constituyen ayudas estatales a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

3.3.2. Ayuda existente o nueva

(160) Las exenciones fiscales establecidas en la Ley Postal de 1998 fueron introducidas después de la adhesión de España a 
la Unión. La Ley Postal de 2010 amplió el ámbito de aplicación de la exención de que disfrutaba Correos respecto de 
los impuestos sobre actividades económicas relacionadas con sus servicios reservados a los impuestos sobre 
actividades económicas relacionadas con la OSU. Por consiguiente, las exenciones del IBI y del IAE otorgadas a 
Correos no pueden considerarse ayudas existentes.

(161) Por lo que se refiere a la exención del IBI, Correos se benefició de las exenciones tributarias entre 2008 y 2013, esto 
es, tras la adhesión de España a la Unión en 1986. Por lo tanto, la exención del IBI no puede considerarse ayuda 
existente.

(162) En lo que respecta a la exención del IAE, el impuesto fue introducido por los artículos 79 a 92 de la Ley 39/1988, de 
28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. El impuesto se introdujo después de la adhesión de España a la 
Unión. Por lo tanto, la exención del IAE no puede considerarse ayuda existente.

3.3.3. Legalidad de la medida de ayuda

(163) La Comisión observa que las exenciones del IBI y del IAE no han sido objeto de notificación con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 108, apartado 3, del TFUE.

(164) Por lo tanto, las exenciones fiscales concedidas a Correos constituyen ayudas ilegales a tenor del artículo 1, letra f), 
del Reglamento de procedimiento.

3.3.4. Compatibilidad con el mercado interior

(165) Las ayudas estatales se considerarán compatibles con el mercado interior si están incluidas en alguna de las categorías 
enumeradas en el artículo 107, apartado 2, del TFUE (56), y podrán considerarse compatibles con el mercado interior 
si, a juicio de la Comisión, pertenecen a alguna de las categorías enumeradas en el artículo 107, apartado 3, del 
TFUE (57). Sin embargo, corresponde al Estado miembro que concede la ayuda demostrar que las ayudas públicas 
concedidas son compatibles con el mercado interior de conformidad con el artículo 107, apartados 2 o 3, del TFUE.

(166) Las autoridades españolas no han presentado argumentos que demuestren que las exenciones del IBI y del IAE 
otorgadas a Correos pueden acogerse a alguna de las excepciones enumeradas en el artículo 107, apartados 2 o 3, del 
TFUE.
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(56) Las excepciones previstas en el artículo 107, apartado 2, del TFUE se refieren a las ayudas siguientes: a) las ayudas de carácter social 
concedidas a los consumidores individuales; b) las ayudas destinadas a reparar los perjuicios causados por desastres naturales o por 
otros acontecimientos de carácter excepcional; y c) las ayudas concedidas a determinadas regiones de la República Federal de 
Alemania.

(57) Las excepciones previstas en el artículo 107, apartado 3, del TFUE se refieren a las ayudas siguientes: a) las ayudas destinadas a 
favorecer el desarrollo económico de determinadas regiones; b) las ayudas destinadas a fomentar la realización de un proyecto 
importante de interés común europeo o destinadas a poner remedio a una grave perturbación en la economía de un Estado 
miembro; c) las ayudas destinadas a facilitar el desarrollo de determinadas actividades o de determinadas regiones económicas; d) las 
ayudas destinadas a promover la cultura y la conservación del patrimonio; y e) las ayudas que determine el Consejo por decisión.



(167) La Comisión observa a este respecto que esas exenciones fiscales eximen a Correos de costes que normalmente 
habría debido asumir en el marco de su gestión corriente o de sus actividades habituales. En otras palabras, las 
exenciones constituyen ayudas de funcionamiento, sin ninguna limitación en el tiempo. En principio, las ayudas de 
funcionamiento no pueden considerarse compatibles con el mercado interior en virtud del artículo 107, apartados 2 
o 3, del TFUE.

(168) Por consiguiente, la Comisión ha llegado a la conclusión provisional de que ninguno de los motivos de 
compatibilidad previstos en el artículo 107, apartados 2 o 3, del TFUE son aplicables a las exenciones del IBI y del 
IAE.

(169) Las ayudas para la prestación de un SIEG pueden considerarse compatibles con arreglo al artículo 106, apartado 2, 
del TFUE. Las autoridades españolas no han alegado el artículo 106, apartado 2, del TFUE como base para la 
compatibilidad de las exenciones del IBI y del IAE. En cualquier caso, el ámbito de aplicación del impuesto y, por 
ende, de la exención va más allá de las actividades SIEG (OSU) y comprende actividades puramente comerciales que 
harían difícil recurrir, a priori, a esta vía de compatibilidad. La Comisión invita a las autoridades españolas a explicar 
por qué motivos consideran que la medida podría declararse compatible con el mercado interior y a proporcionar 
una justificación adecuada.

3.4. Las tres ampliaciones de capital concedidas, respectivamente, en 2004, 2005 y 2006

3.4.1. Ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE

3.4.1.1. Ayuda imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales

(170) Las tres ampliaciones de capital concedidas a Correos en 2004, 2005 y 2006 fueron concedidas por el Estado 
español con cargo a los presupuestos del Estado. En consecuencia, son imputables a España y se concedieron 
mediante fondos estatales.

3.4.1.2. Ventaja económica selectiva a una empresa

A. El concepto de empresa

(171) Como se indica en los considerandos (66) y (67), Correos debe considerarse una empresa que presta servicios que 
son objeto de financiación pública. Dado que las ampliaciones de capital van dirigidas a los servicios económicos 
prestados por Correos, no cabe duda de que puede considerarse una empresa en el sentido del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE.

B. Ventaja

(172) Las transacciones económicas realizadas por un organismo público o una empresa pública no confieren una ventaja 
y, por consiguiente, no constituyen ayudas, si se realizan con arreglo a las condiciones normales de mercado (58).

(173) Los órganos jurisdiccionales de la Unión han desarrollado el «principio del inversor en una economía de mercado» 
(en lo sucesivo, «PIEM») para detectar la presencia de ayuda estatal en casos de inversión pública (en particular, 
aportaciones de capital): a fin de determinar si la inversión de un organismo público constituye ayuda estatal, es 
necesario evaluar si, en circunstancias similares, un inversor privado de dimensiones comparables, que opere en 
condiciones normales de una economía de mercado, podría haber sido inducido a realizar la inversión en 
cuestión (59). La intención de la prueba del PIEM es impedir que la empresa pública beneficiaria disfrute, mediante 
recursos del Estado, de una situación más favorable que la de sus competidores (60).
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(58) Asunto C-39/94, SFEI y otros, EU:C:1996:285, apartados 60-61.
(59) Véanse, por ejemplo, el asunto C-142/87, Bélgica/Comisión («Tubemeuse»), EU:C:1990:125, apartado 29; el asunto C-305/89, 

Italia/Comisión («Alfa Romeo»), EU:C:1991:142, apartados 18 y 19; el asunto T-16/96 Cityflyer Express/Comisión, EU:T:1998:78, 
apartado 51; los asuntos acumulados T-129/95, T-2/96 y T-97/96, Neue Maxhütte Stahlwerke y Lech-Stahlwerke/Comisión, EU: 
T:1999:7, apartado 104; y los asuntos acumulados T-228/99 y T-233/99, Westdeutsche Landesbank Girozentrale y Land 
Nordrhein-Westfalen/Comisión, EU:T:2006:405.

(60) Asunto C-387/92, Banco Exterior de España, EU:C:1994:100, apartado 14; y asunto C-6/97 Cityflyer Express/Comisión, EU: 
T:1999:251, apartado 16.



(174) Para apreciar si la misma medida hubiera sido adoptada en condiciones normales de mercado por un inversor 
privado, únicamente deben tenerse en cuenta los beneficios y obligaciones ligados a la situación del Estado en calidad 
de accionista, con exclusión de los que le correspondan como poder público (61). Por consiguiente, en el presente 
caso, la aplicabilidad del PIEM depende de si España confirió una ventaja económica a una empresa en su condición 
de accionista y no en su condición de poder público.

(175) El Estado miembro debe facilitar pruebas objetivas y verificables que demuestren claramente que, antes o en el 
momento de la concesión de la ventaja económica, el Estado miembro en cuestión tomó la decisión de realizar una 
inversión en la empresa pública. A este respecto, es necesario presentar pruebas que demuestren que esta decisión se 
basa en evaluaciones económicas comparables a las que un inversor privado racional habría llevado a cabo antes de 
realizar la inversión para determinar su rentabilidad futura. Por el contrario, no es suficiente basarse en evaluaciones 
económicas efectuadas después de la concesión de la ventaja (62). La única prueba pertinente es la información 
disponible y la evolución previsible en el momento de la adopción de la decisión de realizar la inversión (63).

(176) Las autoridades españolas alegan que las aportaciones de capital se realizaron de conformidad con el PIEM. Para 
apoyar sus alegaciones, explican que esas aportaciones de capital tuvieron lugar en el marco de los planes 
estratégicos 2001-2006, que establecían prioridades básicas para el proceso de modernización de Correos, 
agrupando las inversiones en infraestructuras, estructura organizativa y proceso de automatización de Correos.

(177) Las autoridades españolas han explicado que Correos elabora anualmente proyecciones financieras para el año en 
curso, así como previsiones para los cinco años siguientes. Estas previsiones forman parte del plan de acción 
plurianual de Correos, elaborado cada año con cargo al presupuesto público del Estado.

(178) Según las autoridades españolas, los siguientes argumentos demuestran que las tres aportaciones de capital cumplen 
la prueba del PIEM.

(179) En primer lugar, la estrategia y las proyecciones subyacentes del plan de acción mostraron una tendencia de 
crecimiento rentable para el período 2004-2008, con un incremento medio del volumen de negocios del 3,6 % 
durante ese período. Las autoridades españolas sostienen que, según las proyecciones financieras, los dividendos 
distribuidos por Correos a sus accionistas serían superiores al total de 48 081 000 EUR de las aportaciones de 
capital.

(180) En segundo lugar, según el plan estratégico de la empresa para el período 2004-2006, presentado por las autoridades 
españolas, las inversiones realizadas por Correos en el período 2004-2006 fueron cuantitativamente superiores a la 
suma de las aportaciones de capital. El importe total de las ampliaciones de capital apenas representa el 6 % de las 
inversiones anuales realizadas durante ese período.

(181) La Comisión duda de que estos dos motivos sean suficientes para demostrar que las tres aportaciones de capital están 
en consonancia con el PIEM y no confirieron una ventaja a Correos en el sentido del artículo 107, apartado 1, del 
TFUE. En efecto, hasta la fecha, las autoridades españolas no han aportado elementos de prueba concretos y objetivos 
que acrediten que las decisiones de ampliar el capital de Correos se basaron en evaluaciones económicas comparables 
a las que un inversor privado racional habría llevado a cabo antes de realizar esas inversiones.

(182) En particular, las autoridades españolas no han facilitado estimaciones concretas y precisas de la rentabilidad de las 
inversiones que cabía esperar en ese momento. En lugar de ello, solamente han facilitado el volumen de negocios y el 
beneficio neto previstos para cinco años que se incluyen en el plan de acción, así como las inversiones globales 
previstas para dicho período. Esos datos no son suficientes para demostrar que España (actuando en su condición de 
accionista) tuvo en cuenta la rentabilidad esperada de la inversión antes de proceder a las tres ampliaciones de capital.
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(61) Véanse, a estos efectos, el asunto 234/84, Bélgica/Comisión, EU:C:1986:302, apartado 14; el asunto 40/85, Bélgica/Comisión, EU: 
C:1986:305, apartado 13; los asuntos acumulados C-278/92 a C-280/92, España/Comisión, EU:C:1994:325, apartado 22; y el 
asunto C-334/99, Alemania/Comisión, EU:C:2003:55, apartado 134.

(62) Asunto C-124/10 P, Comisión/EDF, ECLI:EU:C:2012:318, apartados 82-85.
(63) Asunto C-124/10 P, Comisión/EDF, ECLI:EU:C:2012:318, apartado 105.



(183) Sobre la base de los datos presentados, la Comisión no puede concluir, en esta fase de la investigación, que un 
operador de mercado racional hubiera efectuado aportaciones de capital similares con objeto de obtener beneficios. 
Así pues, la Comisión invita a las autoridades españolas a presentar las estimaciones pertinentes para eliminar 
cualquier duda sobre la conformidad de estas medidas con el PIEM.

C. Selectividad

(184) Las ampliaciones de capital son manifiestamente selectivas, puesto que solo benefician a Correos.

3.4.1.3. Falseamiento de la competencia y efecto en los intercambios comerciales

(185) Tal como se explica en el considerando (88), cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la 
competencia y a los intercambios entre los Estados miembros.

3.4.1.4. Conclusión

(186) Sobre la base de las anteriores consideraciones, la Comisión alberga serias dudas en cuanto a la conformidad de las 
tres aportaciones de capital con el PIEM. Por consiguiente, la Comisión tiene serias dudas sobre si las aportaciones de 
capital conceden una ventaja económica a Correos y constituyen, por tanto, ayudas estatales a tenor del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE.

3.4.2. Ayuda existente o nueva

(187) Las tres ampliaciones de capital tuvieron lugar entre 2004 y 2006, es decir, después de la adhesión de España a la 
Unión en 1986. Por tanto, si esas aportaciones de capital constituyen ayudas estatales, no pueden considerarse 
ayudas existentes.

3.4.3. Legalidad de la medida de ayuda

(188) La Comisión observa que las tres ampliaciones de capital, en la medida en que constituyan ayudas estatales a tenor 
del artículo 107, apartado 1, del TFUE, no han sido notificadas con arreglo al artículo 108, apartado 3, del TFUE.

(189) Por lo tanto, si las aportaciones de capital constituyen ayudas estatales, serían ayudas ilegales a tenor del artículo 1, 
letra f), del Reglamento de Procedimiento.

3.4.4. Compatibilidad con el mercado interior

(190) Las autoridades españolas no han aportado argumento alguno sobre la aplicabilidad de las excepciones descritas en 
el artículo 107, apartados 2 o 3, del TFUE a las tres ampliaciones de capital concedidas a Correos. La Comisión 
observa a este respecto que, en la medida en que esas ampliaciones de capital constituyan ayudas estatales a tenor del 
artículo 107, apartado 1, del TFUE, eximen a Correos de costes que normalmente hubiera debido asumir en el marco 
de su gestión corriente o de sus actividades habituales, por lo que constituyen ayudas de funcionamiento. En 
principio, las ayudas de funcionamiento no pueden considerarse compatibles con el mercado interior en virtud del 
artículo 107, apartados 2 o 3, del TFUE.

(191) Las autoridades españolas tampoco han alegado el artículo 106, apartado 2, del TFUE como motivo de 
compatibilidad de las tres ampliaciones de capital y, puesto que dichas ampliaciones no solo beneficiaban 
exclusivamente a las actividades de la OSU de Correos, sino también a sus actividades puramente comerciales, ese 
motivo de compatibilidad queda excluido.

(192) En consecuencia, la Comisión alberga serias dudas en cuanto a la aplicabilidad de alguno de los motivos de 
compatibilidad del artículo 107, apartados 2 y 3, y del artículo 106, apartado 2, del TFUE. La Comisión invita a las 
autoridades españolas a explicar por qué motivos consideran que la medida podría declararse compatible con el 
mercado interior y a proporcionar una justificación adecuada.
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3.5. El régimen de pensiones de los funcionarios de Correos

3.5.1. Ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE

3.5.1.1. Ayuda imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales

(193) La exención del pago de las pensiones de los funcionarios concedida a Correos significa que el Estado español asume 
la responsabilidad directa de la financiación y el pago de las pensiones de los funcionarios de Correos. Dado que se 
efectúa con cargo a los presupuestos españoles, la financiación y el pago de las pensiones implican una transferencia 
de recursos estatales que es imputable al Estado.

3.5.1.2. Ventaja económica selectiva a una empresa

A. El concepto de empresa

(194) Tal y como se indica en los considerandos (66) y (67), Correos se considera una empresa que presta servicios que son 
objeto de financiación pública.

B. Ventaja selectiva

(195) Para comprobar si las medidas en cuestión contienen elementos de ayuda estatal, debe determinarse si confieren una 
ventaja económica a Correos en el sentido de que le permiten no soportar costes que normalmente hubieran debido 
recaer sobre los recursos financieros propios de la empresa, impidiendo de este modo que las fuerzas presentes en el 
mercado produzcan sus efectos normales (64).

(196) Según las autoridades españolas, el hecho de que Correos no cotice al régimen de pensiones de sus funcionarios no 
concede una ventaja a esta empresa. Correos tiene la obligación legal de contratar funcionarios y, por lo tanto, los 
costes de la Seguridad Social de los funcionarios constituyen una carga anormal que los competidores no están 
obligados a financiar. Las autoridades españolas consideran que, debido a la especial naturaleza de la relación entre 
los funcionarios públicos y el Estado, la obligación de pagar las pensiones de esos funcionarios recae en el Estado.

(197) El Tribunal de Justicia ya ha determinado que la compensación de una desventaja estructural en forma de 
obligaciones de pensión de los funcionarios no excluye la calificación de una medida como ayuda (65). Según el 
Tribunal de Justicia, la existencia de ayuda debe apreciarse en función de sus efectos y no según las causas o los 
objetivos de la intervención estatal (66). También ha declarado que el concepto de ayuda abarca las ventajas 
concedidas por las autoridades públicas que, bajo formas diversas, alivian las cargas que normalmente recaen sobre el 
presupuesto de una empresa (67). El Tribunal de Justicia ha manifestado claramente a este respecto que los costes 
relativos a la retribución de sus empleados, por su propia naturaleza, recaen sobre el presupuesto de las empresas, 
con independencia de si dichos costes se derivan o no de obligaciones legales o de acuerdos colectivos (68).

(198) La Comisión considera que las obligaciones que una empresa debe asumir en virtud de la legislación laboral o de 
convenios colectivos celebrados con los sindicatos, por ejemplo los costes asociados a las pensiones, forman parte de 
los costes normales que una empresa debe financiar con cargo a sus propios recursos (69).
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(64) Por ejemplo, el asunto C-301/87, Francia/Comisión, EU:C:1990:67, apartado 41.
(65) Asunto C-620/13 P, British Telecommunications/Comisión, EU:C:2014:2309; véase también el asunto T-385/12, Orange/Comisión, 

EU:T:2015:117.
(66) Asunto 173/73, Italia/Comisión, EU:C:1974:71, apartado 13; asunto 310/85, Deufil/Comisión, EU:C:1987:96, apartado 8; y asunto 

C-241/94, Francia/Comisión, EU:C:1996:353, apartado 20.
(67) Asunto C-387/92, Banco Exterior de España, EU:C:1994:100, apartado 13; sentencia ya citada en el asunto C-241/94, apartado 34.
(68) Asunto C-5/01, Bélgica/Comisión, EU:C:2002:754, apartado 39.
(69) Véanse el considerando 141 de la Decisión de la Comisión, de 10 de octubre de 2007, en el asunto SA.21240 (C 43/2006) 

ejecutada por Francia en favor de La Poste (DO L 63 de 7.3.2008, p. 16); y el considerando 33 de las Directrices sobre ayudas 
estatales de salvamento y de reestructuración de empresas no financieras en crisis (DO C 249 de 31.7.2014, p. 1) .



(199) En la medida en que Correos no tiene que pagar ninguna cotización patronal para la financiación de las pensiones de 
sus funcionarios, está dispensado de un coste soportado por sus competidores, que debería satisfacer con sus propios 
recursos. Correos se beneficia, por tanto, de una ventaja económica a efectos del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

3.5.1.3. Falseamiento de la competencia y efecto en los intercambios comerciales

(200) Tal como se explica en el considerando (88), cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la 
competencia y a los intercambios entre los Estados miembros.

3.5.1.4. Conclusión

(201) A tenor de lo anterior, la Comisión concluye que el régimen de pensiones de los funcionarios permite a Correos 
beneficiarse de ayuda estatal.

3.5.2. Ayuda existente o nueva

(202) Ayuda existente, según se define en el artículo 1, letra b), del Reglamento de procedimiento, es bien una medida que 
estaba vigente antes de la entrada en vigor en España del Tratado CE, una medida que ha sido autorizada, una medida 
que se considera ayuda existente con arreglo al artículo 15 del Reglamento de procedimiento, o una medida que no 
era ayuda en el momento de su entrada en vigor, pero que pasó a serlo debido a la evolución del mercado interior. 
Toda ayuda no incluida en la definición de ayuda existente se considera nueva ayuda con arreglo al artículo 1, letra c), 
del Reglamento de procedimiento.

(203) Las autoridades españolas han sostenido en sus alegaciones que, en caso de que el régimen de pensiones de los 
funcionarios de Correos constituya ayuda estatal con arreglo al artículo 107, apartado 1, del TFUE, debería 
considerarse «ayuda existente» a tenor del artículo 1, letra b), del Reglamento de procedimiento, ya que la exención de 
pagar cotizaciones al régimen de pensiones de sus funcionarios existe desde antes de la adhesión de España a la 
Unión. Por otra parte, cuando Correos se constituyó como Entidad Pública Empresarial en 1997 y como Sociedad 
Estatal Correos y Telégrafos en 2000, el régimen de pensiones de los funcionarios empleados por Correos no se 
modificó.

(204) De acuerdo con la información proporcionada por las autoridades españolas, la no cotización de Correos al régimen 
de pensiones de sus funcionarios es anterior a la entrada en vigor del Tratado CE en España. La transformación de 
Correos en Entidad Pública Empresarial en 1997 y su constitución en 2000 como Sociedad Estatal no modificó el 
reparto de las responsabilidades entre el Estado y Correos para la financiación de las pensiones por lo que se refiere a 
los funcionarios empleados por Correos. Además, las dos Leyes Postales de 1998 y 2010 tampoco modificaron el 
reparto de dichas responsabilidades; no introdujeron nuevos elementos de ayuda ni incrementaron la cuantía de la 
ayuda, puesto que el número de funcionarios disminuye progresivamente.

(205) Por consiguiente, a la luz de la jurisprudencia citada en el considerando (92), la Comisión no considera que el 
régimen de pensiones de los funcionarios de Correos, creado antes de la adhesión de España a la Unión, se haya 
modificado sustancialmente como para justificar la conversión de dicho régimen de ayudas existentes en nuevas 
ayudas.

(206) A tenor de lo anterior, la Comisión llega a la conclusión de que el hecho de no pagar las cotizaciones al régimen de 
pensiones de sus funcionarios por parte de Correos puede calificarse de ayuda existente con arreglo al artículo 1, 
letra b), del Reglamento de procedimiento.

3.6. Prestaciones sociales de los funcionarios de Correos

(207) La Comisión considera que el régimen específico de los funcionarios en lo que respecta a las prestaciones sociales no 
constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE, ya que no proporciona a Correos una ventaja 
selectiva.
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(208) Como ya se ha expuesto en los considerandos (197) a (199), la Comisión considera que las obligaciones que una 
empresa debe asumir en virtud de la legislación laboral o de convenios colectivos celebrados con los sindicatos, por 
ejemplo los costes asociados a las pensiones, forman parte de los costes normales que una empresa debe financiar 
con cargo a sus propios recursos (70). Esos costes deben considerarse inherentes a la actividad económica de la 
empresa (71). No es relevante, a tal efecto, si la empresa sufraga los costes financiando directamente las prestaciones 
sociales de su antiguo personal o abonando las cotizaciones a la Seguridad Social, la cual, a su vez, utiliza las 
cotizaciones recaudadas para financiar las prestaciones sociales de los trabajadores de la empresa. El elemento 
determinante es que, de un modo u otro, las empresas corran con la totalidad de los costes de estas prestaciones 
sociales.

(209) A este respecto, la Comisión observa, en primer lugar, que Correos asume todos los costes vinculados a las 
prestaciones sociales de sus funcionarios. Por otra parte, los costes relacionados con el empleo de funcionarios son 
significativamente más elevados para Correos que los costes soportados por el empleo de su personal laboral, sujeto 
al régimen general de la Seguridad Social. A diferencia del principio del seguro de enfermedad aplicable en el marco 
del sistema de Seguridad Social, que paga el salario de los empleados en caso de baja por enfermedad (en lugar de sus 
empleadores), Correos ha de pagar directamente la retribución de sus funcionarios en esta situación durante un 
período mucho más largo. Correos está obligado a pagar los sueldos de sus funcionarios cuando están de baja por 
enfermedad o, por ejemplo, de permiso de maternidad, a diferencia de otras empresas, que ven reducidos sus costes 
salariales en tales circunstancias, ya que es la Seguridad Social la que asume el pago.

(210) Las autoridades españolas presentaron, a modo de ejemplo, los costes unitarios soportados por Correos al contratar 
a un cartero funcionario y a un cartero perteneciente al personal laboral (véase el cuadro 5). Los carteros son la 
categoría más numerosa de trabajadores de Correos. El cuadro 5 muestra que, globalmente, Correos, paga más por 
sus funcionarios que por su personal laboral sujeto al régimen de la Seguridad Social.

Cuadro 5

Coste unitario por cartero (funcionarios y personal laboral).

Costes de la Seguridad Social 
devengados y abonados por Correos

Funcionarios
(MUFACE+ Costes directos)

Personal laboral
(Seguridad Social)

Contribución de Correos a la cober-
tura de las cargas sociales (cotizacio-
nes patronales)

Coste unitario por cartero:

[…] EUR

Coste unitario por cartero:

[…] EUR

Contribución de Correos a la cober-
tura de las cargas sociales (cotizacio-
nes de los trabajadores)

Coste unitario por cartero:

[…] EUR

Coste unitario por cartero:

[…] EUR

Costes soportados directamente por 
Correos (p. ej., indemnizaciones por 
enfermedad y discapacidad, prestacio-
nes familiares, etc.)

Coste unitario por cartero:

[…] EUR

Coste unitario por cartero:

[…] EUR

Total de las contribuciones y 
costes soportados por Correos

[…] EUR […] EUR

(211) Se deduce de las consideraciones anteriores que Correos no obtiene ninguna ventaja económica por estar exento del 
régimen de Seguridad Social general en lo que respecta a sus funcionarios.
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(70) Véanse el considerando 141 de la Decisión de la Comisión, de 10 de octubre de 2007, en el asunto SA.21240 (C 43/2006) 
ejecutada por Francia en favor de La Poste (DO L 63 de 7.3.2008, p. 16); y el considerando 33 de las Directrices sobre ayudas 
estatales de salvamento y de reestructuración de empresas no financieras en crisis (DO C 249 de 31.7.2014, p. 1)

(71) Asunto T-20/03, Kahla/Comisión, EU:T:2008:395, apartados 194 a 197. Véase también la sentencia del Tribunal de la AELC, de 
22 de agosto de 2011, en el asunto E-14/10, Konkurrenten.no AS/Órgano de Vigilancia de la AELC, pendiente de publicación, 
apartado 86.



(212) En cualquier caso, el régimen específico de los funcionarios, tal como se aplica a los funcionarios de Correos, no 
parece selectivo. Correos, como antigua entidad estatal con funcionarios heredados, no parece encontrarse en una 
situación fáctica y jurídica comparable a otras empresas en cuanto a sus relaciones con esos trabajadores. En efecto, 
las obligaciones para con sus funcionarios, en comparación con las obligaciones impuestas a todos los agentes 
económicos para con su personal laboral (72), las prestaciones sociales, la base de cotización de los trabajadores y los 
tipos de dichas cotizaciones significan que Correos, en lo que atañe a su relación con sus funcionarios, no se 
encuentra en una situación jurídica y fáctica comparable a otros agentes económicos sujetos al régimen general de 
Seguridad Social.

(213) En vista de lo anteriormente expuesto, la Comisión concluye que el régimen específico de los funcionarios, por lo 
que se refiere a las prestaciones sociales abonadas por Correos a sus funcionarios, no da lugar a una ventaja selectiva 
y no constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

3.7. Compensaciones otorgadas a Correos por la organización de elecciones

3.7.1. Ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE

3.7.1.1. Ayuda imputable al Estado y concedida mediante fondos estatales

(214) La compensación se paga directamente del presupuesto del Estado y es claramente imputable al Estado y concedida 
mediante fondos estatales.

3.7.1.2. Ventaja económica selectiva a una empresa

A. El concepto de empresa

(215) De la jurisprudencia se desprende que el artículo 107 del TFUE no se aplica cuando el Estado actúa «ejerciendo la 
autoridad pública» (73) o cuando los entes públicos actúan «en calidad de Administraciones públicas» (74). Puede 
considerarse que un ente actúa ejerciendo la autoridad pública cuando la actividad en cuestión es una tarea que 
forma parte de las funciones esenciales del Estado o está vinculada a dichas funciones por su naturaleza, por su 
objeto y por las normas a las que está sujeta (75). En términos generales, salvo que el Estado miembro en cuestión 
haya decidido introducir mecanismos de mercado, las actividades que forman parte intrínsecamente de las 
prerrogativas del poder público y son desempeñadas por el Estado no constituyen actividades económicas.

(216) En el presente asunto, los servicios prestados por Correos forman parte de la obligación del Estado de regular y 
organizar el procedimiento electoral, que reconoce el derecho de voto ya sea personalmente o a través del voto por 
correo. Las autoridades españolas alegan que todas las actividades desarrolladas por Correos en el contexto de la 
organización de elecciones deben considerarse parte de las prerrogativas del Estado y que, por lo tanto, Correos no 
debe considerarse una empresa al realizar estas actividades (76).

(217) La Comisión considera que las actividades que están directamente relacionadas con el procedimiento de votación, 
como la gestión del voto por correo, el envío de material por parte de la Oficina del Censo Electoral (por ejemplo, el 
envío de las tarjetas censales) y la recogida de la documentación electoral una vez concluido el escrutinio, forman 
parte de las funciones esenciales del Estado. Como consecuencia de ello, la Comisión está de acuerdo con las 
autoridades españolas en que dichas actividades no pueden considerarse actividades económicas y que su 
financiación no supone una ayuda estatal. Por lo tanto, Correos no puede considerarse una empresa al realizar dichas 
actividades.

(218) No obstante, con respecto a la gestión del material electoral enviado por los candidatos políticos, la situación es 
menos clara. En su Decisión sobre Poste Italiane (77), la Comisión consideró que la distribución de material electoral 
por Poste Italiane a una tarifa subvencionada reducida era una actividad económica, por lo que la compensación por 
este servicio constituía una ayuda estatal. Esta medida es muy similar al sistema italiano (los candidatos pueden 
enviar folletos a los electores a tarifas reducidas con sujeción a determinadas condiciones y el Estado compensa al 
operador postal por el coste residual) y es claramente diferenciable de las demás actividades no económicas 
directamente relacionadas con el procedimiento de votación llevado a cabo por Correos. En consecuencia, con 
respecto a la gestión del material electoral enviado por los candidatos políticos, Correos debe considerarse empresa a 
efectos del artículo 107, apartado 1, del TFUE.
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(72) Por ejemplo, los funcionarios no pueden ser despedidos, independientemente de la situación económica de la empresa.
(73) Asunto 118/85, Comisión/Italia, EU:C:1987:283, apartados 7 y 8.
(74) Asunto C-30/87, Bodson, EU:C:1988:225, apartado 18.
(75) Véase, en particular, el asunto C-364/92, SAT, EU:C:1994:7, apartado 30, y el asunto C-343/95, Calì & Figli EU:C:1997:160, 

apartados 22 a 23.
(76) Considerando (54).
(77) Véase la Decisión de la Comisión, de 20 de noviembre de 2012, en el asunto SA.33989 (2012/NN) ejecutada por Italia en favor de 

Poste Italiane (DO C 77/03 de 15.3.2013, p. 12).



(219) A la vista del contenido del servicio, otros operadores postales también podrían estar en condiciones de prestarlo a 
cambio de una compensación pública (78). Ello se demuestra por el hecho de que, en la actualidad, los candidatos 
electorales utilizan el sistema creado por el Estado (y, por tanto, eligen a Correos) para enviar su propaganda, ya que 
solo han de pagar un precio reducido por envío. No obstante, si desean realizar más de un envío por ciudadano, 
tienen que pagar el precio íntegro y, en tal caso, pueden libremente optar por utilizar Correos u otros operadores 
postales (especialmente en las zonas urbanas).

B. Ventaja

(220) La compensación otorgada a Correos por la gestión del material electoral enviado por los candidatos políticos está 
destinada a cubrir la totalidad o una parte de los costes netos en que incurre Correos al prestar el servicio en 
cuestión. Sin esa compensación, Correos debería soportar esos costes por sí mismo. La compensación constituye, 
por tanto, una ventaja para Correos, ya que le exime de una carga que normalmente debería soportar en ausencia de 
dicha compensación.

C. Selectividad

(221) La medida es claramente selectiva, ya que solo beneficia a una empresa: Correos

3.7.1.3. Falseamiento de la competencia y efecto en los intercambios comerciales

(222) Tal como se explica en el considerando (88), cualquier medida adoptada en favor de Correos puede afectar a la 
competencia y a los intercambios entre los Estados miembros.

3.7.1.4. Conclusión

(223) A tenor de las consideraciones expuestas, la Comisión considera, en esta fase de la investigación, que la financiación 
de la distribución de material electoral de los candidatos constituye una ayuda estatal a tenor del artículo 107, 
apartado 1, del TFUE.

3.7.2. Ayuda existente o nueva

(224) La Comisión observa que a Correos se le encomendó la obligación de prestar varios servicios en el contexto de las 
diferentes elecciones españolas, directamente con arreglo a la LOREG (Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio). Sin 
embargo, esa Ley no contempla el derecho a recibir una compensación específica. Según las autoridades españolas, 
ese derecho se deriva de las Leyes Postales de 1998 y 2010 (79). La compensación específica de los costes 
relacionados con la distribución de material electoral de los candidatos debe considerarse, por tanto, una nueva 
medida de ayuda en el sentido del artículo 1, letra c), del Reglamento de procedimiento.

3.7.3. Legalidad de la medida de ayuda

(225) La Comisión observa que las medidas cubiertas por la presente Decisión, en la medida en que constituyan ayuda 
estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE, no han sido notificadas con arreglo al artículo 108, 
apartado 3, del TFUE.

(226) Por consiguiente, si la compensación por la organización de elecciones constituye ayuda estatal a tenor del 
artículo 107, apartado 1, del TFUE, sería una ayuda estatal ilegal.

3.7.4. Compatibilidad con el mercado interior

(227) Hasta ahora, las autoridades españolas no han facilitado una motivación de la compatibilidad de la medida, puesto 
que consideran que no constituye ayuda estatal. La Comisión invita a las autoridades españolas a indicar por qué 
motivos podría considerarse que la ayuda para la distribución de material electoral de los candidatos es compatible, 
justificándolo debidamente.
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(78) En efecto, de acuerdo con el punto 13 de la Comunicación SEIG de la Comisión: «La decisión de una autoridad de no permitir a terceros 
prestar determinado servicio (por ejemplo, porque desea prestarlo de forma interna) no excluye la existencia de una actividad económica».

(79) Véanse los considerandos (52) y (53).



(228) Por ejemplo, considerando la naturaleza del servicio y decisiones anteriores de la Comisión, la distribución de 
material electoral de los candidatos podría considerarse un SIEG y evaluarse con arreglo a la Decisión SIEG de 2012 
(si el importe de la compensación anual es inferior a 15 millones EUR) o al Marco SIEG de 2012 (para importes 
superiores a 15 millones EUR al año). Si las autoridades españolas consideran que, efectivamente, las actividades 
económicas encomendadas a Correos en el contexto de la organización de elecciones constituyen un SIEG, la 
Comisión invita a España a que demuestre que se cumplen los criterios de compatibilidad pertinentes.

(229) En particular, se ha de demostrar que la compensación concedida a Correos por el cumplimiento de este SIEG no 
excede de los costes pertinentes para la distribución de material electoral de los candidatos, en consonancia con las 
normas aplicables en materia de SIEG.

4. CONCLUSIONES RESUMIDAS

Habida cuenta de las consideraciones expuestas, la Comisión ha decidido incoar el procedimiento de investigación formal 
previsto en el artículo 108, apartado 2, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en relación con las 
compensaciones por la OSU otorgadas a Correos en virtud de la Ley Postal de 1998, las exenciones del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles (IBI) y el Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), las tres ampliaciones de capital concedidas en 
2004, 2005 y 2006, y la compensación concedida a Correos por la distribución de material electoral.

La Comisión considera, sobre la base de la evaluación que precede, que las prestaciones sociales de los funcionarios 
empleados por Correos no constituyen ayudas a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE.

Por otra parte, la Comisión ha decidido que la exención del pago de las cotizaciones al régimen de pensiones de sus 
funcionarios por parte de Correos puede calificarse de ayuda existente a tenor del artículo 1, letra b), del Reglamento de 
procedimiento.

La Comisión, en el marco del procedimiento del artículo 108, apartado 2, del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, insta al Reino de España para que presente sus observaciones y facilite toda la información pertinente para la 
evaluación de las medidas en un plazo de un mes a partir de la fecha de recepción de la presente. La Comisión insta a sus 
autoridades para que transmitan inmediatamente una copia de la presente carta al beneficiario potencial de la ayuda.

La Comisión desea recordar al Reino de España el efecto suspensivo del artículo 108, apartado 3, del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea y llama su atención sobre el artículo 16 del Reglamento (UE) 2015/1589 del Consejo, 
que prevé que toda ayuda concedida ilegalmente podrá recuperarse de su beneficiario.

Por la presente, la Comisión comunica al Reino de España que informará a los interesados mediante la publicación de la 
presente carta y de un resumen significativo en el Diario Oficial de la Unión Europea. Asimismo, informará a los interesados 
en los Estados miembros de la AELC signatarios del Acuerdo EEE mediante la publicación de una comunicación en el 
Suplemento EEE del Diario Oficial de la Unión Europea, y al Órgano de Vigilancia de la AELC mediante copia de la presente. 
Se invitará a todos los interesados mencionados a presentar sus observaciones en un plazo de un mes a partir de la fecha de 
publicación de la presente. 
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